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PRESENTACIÓN

Carola Andrade Ramos

Magistrada Presidenta en funciones
del Tribunal de Jus�cia Electoral del Estado de Baja California

La revista Voces Electorales es un medio de divulgación de la materia jurídica electoral que reúne el 
pensamiento y las reflexiones de profesionales en la materia, a fin de contribuir y enriquecer la promoción 
de la cultura democrá�ca, jurídica y electoral en Baja California.

Es un gusto saludarles y compar�rles que para esta edición arrancamos con un ar�culo que analiza como 
las campañas electorales en línea y la comunicación impulsada por inteligencia ar�ficial se posicionan 
como uno de los ejes más relevantes en el análisis de las democracias contemporáneas, al replantear las 
dinámicas de producción, circulación y recepción de la información polí�ca en entornos digitales. Este 
ar�culo examina experiencias de la Unión Europea, Brasil y México.

Enseguida, te presentamos un ar�culo que,  analiza cómo, pese a la consolidación de marcos norma�vos y 
a la creciente visibilización de desigualdades estructurales, persisten prác�cas de violencia polí�ca en 
razón de género que evidencian los límites del modelo electoral mexicano, en tanto que el reconocimiento 
formal y la sanción de conductas no siempre se traducen en condiciones sustan�vas para el ejercicio pleno 
de los derechos de las mujeres.

Más adelante, te presentamos un tercer ar�culo que, analiza la figura de la regiduría étnica en Sonora como 
un mecanismo de representación polí�ca diferenciada que materializa los principios de igualdad 
sustan�va, pluralismo cons�tucional y libre determinación, a la luz del mandato establecido en el ar�culo 2 
de la Cons�tución mexicana, destacando su relevancia como herramienta para garan�zar la par�cipación 
efec�va de los pueblos y comunidades indígenas en la vida pública.

En ese tenor, y para el cierre de está edición, te presentamos un ar�culo que propone una lectura crí�ca del 
proceso de evolución del sistema electoral mexicano, al problema�zar la progresiva tecnocra�zación del 
arbitraje electoral y sus efectos en la relación entre ciudadanía y poder. A par�r del tránsito de la Comisión 
Federal Electoral al Ins�tuto Nacional Electoral, se examina cómo la consolidación de estructuras 
especializadas, si bien orientados a garan�zar principios como la imparcialidad, certeza y legalidad, ha 
derivado también en formas de distanciamiento respecto de la soberanía popular, planteando 
interrogantes sobre los límites del modelo y los retos para una par�cipación ciudadana sustan�va en la 
democracia mexicana.
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Lic. Claudia Lize�e González González

 

Palabras clave: Inteligencia ar�ficial; campañas electorales; democracia digital; segmentación polí�ca; 
targe�ng; bots; deepfakes; libertad de expresión; derecho el
ectoral.

Las campañas electorales en línea y la comunicación impulsada por inteligencia ar�ficial cons�tuyen uno de 
los temas centrales para las democracias contemporáneas, en la medida en que obligan a repensar la forma en 
que se produce, circula y recibe la información polí�ca en entornos digitales.

Este análisis se apoya en dis�ntos enfoques de sociología y experiencias de derecho comparado, 
par�cularmente de la Unión Europea  y Brasil , así como de México, donde se empiezan a desarrollar 
respuestas frente al uso de inteligencia ar�ficial, publicidad polí�ca y plataformas digitales en contextos 
electorales, a través de precedentes jurisdiccionales, lineamientos administra�vos y propuestas 
ins�tucionales.

En materia electoral, la IA está modificando las condiciones bajo las cuales se produce, distribuye, personaliza 
y recibe la comunicación polí�ca. Por eso, el análisis no puede quedarse solamente en los deepfakes, en la 
propaganda falsa o en una infracción electoral específica. El problema, desde mi punto de vista, está en cómo 
estos sistemas pueden incidir en la formación de la voluntad democrá�ca.

De ahí que podríamos cues�onarnos ¿Hasta qué punto las campañas electorales en línea y la comunicación 
impulsada por la inteligencia ar�ficial están transformando la vida democrá�ca?
Dado que las campañas electorales en línea y la comunicación impulsada por inteligencia ar�ficial han 
comenzado a transformar de fondo la arquitectura de la par�cipación democrá�ca y la competencia polí�ca se 
está desplazando desde un espacio público común, visible y fiscalizable, hacia entornos personalizados, 
automa�zados y mediados por algoritmos.

En el modelo tradicional, par�dos y candidaturas emiten mensajes públicos a través de debates, spots, 
entrevistas, mí�nes, propaganda impresa o espectaculares y estos mensajes pueden ser observados por la 
ciudadanía, medios, adversarios polí�cos y por autoridades electorales.

 Licenciada en Derecho por la Universidad Iberoamericana de Tijuana; actualmente estudia la maestría en Derecho Cons�tucional y Amparo por la mencionada universidad. Es magistrada en 
funciones del Tribunal de Jus�cia Electoral del Estado de Baja California (TJEBC).

 Reglamento (UE) 2024/900 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de marzo de 2024, sobre transparencia y segmentación en la publicidad polí�ca.

Tribunal Superior Electoral de Brasil, Resolución No. 23.732, de 27 de febrero de 2024, que modifica la Resolución TSE No. 23.610/2019 sobre propaganda electoral.

Campañas electorales en línea y comunicación impulsada
con inteligencia ar�ficial.
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Es decir, hay una posibilidad de escru�nio público; sin embargo, con las campañas digitales ocurre algo 
dis�nto; una persona puede recibir un mensaje polí�co completamente diferente al que recibe otra, y no es por 
casualidad, sino porque una plataforma o una estrategia de campaña iden�ficó sus intereses, ubicación, 
hábitos digitales, emociones o posibles vulnerabilidades.

De manera que el debate público puede fragmentarse en múl�ples espacios pequeños, casi invisibles, donde 
cada grupo recibe una versión dis�nta de la campaña, precisamente porque un algoritmo distribuye 
información con base en la forma en que previamente iden�ficó a esa persona, por dis�ntos mo�vos, ya sea 
por sus búsquedas, ubicación, interacción con contenidos, intereses o patrones de comportamiento digital. 
Esto dificulta que la ciudadanía discuta sobre una misma base de información, que los par�dos respondan, que 
la prensa verifique y que las autoridades puedan fiscalizar.

La comunicación polí�ca puede difundirse de forma segmentada o hipersegmentada. La segmentación 
consiste en dirigir un mensaje polí�co al público dividido en grupos amplios, a par�r de ciertos criterios 
generales, como edad, ubicación, intereses o preocupaciones comunes. Por ejemplo, una campaña podría 
dirigir un mensaje a personas jóvenes de determinada ciudad, interesadas en el fútbol y con preocupación por 
temas educa�vos o de becas.

La hipersegmentación, en cambio, permite combinar un mayor número de datos para dirigir el mensaje a 
perfiles mucho más precisos. Por ejemplo, jóvenes de entre dieciocho y veinte años, ubicados en una zona 
geográfica específica, que siguen a determinado equipo de fútbol, asisten con cierta frecuencia al estadio, 
interactúan con contenido sobre becas y han mostrado interés reciente en temas de educación, movilidad, 
seguridad, etcétera; es decir, infinidad de campos de búsqueda. 

Esto trae como consecuencia que las campañas, plataformas o consultoras puedan saber mucho sobre el 
elector, sus intereses, hábitos, ubicación, emociones o posibles preocupaciones; mientras que el elector sabe 
muy poco sobre cómo está siendo perfilado, por qué recibe determinado mensaje o qué datos fueron 
u�lizados para seleccionarlo como des�natario.

Esa diferencia es precisamente lo que vuelve relevante hablar de targe�ng polí�co y la importancia de las 
técnicas que se u�lizan para dirigir propaganda a audiencias específicas con base en datos, porque, en el 
entorno digital, ya no es suficiente analizar únicamente el momento del voto. 

Hoy también importa cómo se formó esa decisión antes de votar: qué información recibió la persona, quién se 
la envió, por qué se le mostró ese contenido y si ese mensaje fue real, manipulado, personalizado o generado 
mediante inteligencia ar�ficial. Ahora, la personalización polí�ca no es ilegal ni nega�va por sí misma. Las 
campañas siempre han adaptado sus mensajes a dis�ntos sectores de la población.
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No es lo mismo hablarle a jóvenes, adultos mayores, comerciantes, mujeres, trabajadores o comunidades 
rurales, de modo que, eso ha exis�do siempre y forma parte de cualquier estrategia polí�ca. 

El problema aparece cuando esa personalización se vuelve opaca, cuando se basa en datos sensibles o perfiles 
conductuales que la persona desconoce, o cuando se u�liza para explotar emociones, fabricar apoyos 
ar�ficiales, simular auten�cidad o manipular la percepción del electorado.

En este punto también adquiere relevancia el tema de los bots, entendidos como cuentas o sistemas 
automa�zados que pueden publicar, replicar, amplificar o posicionar mensajes sin una intervención humana 
real en cada interacción. En materia electoral, su riesgo está en que pueden simular apoyo ciudadano, fabricar 
tendencias, generar ataques coordinados o aparentar consensos sociales que no necesariamente existen.

Todo esto ya forma parte de la prác�ca y realidad de la materia electoral. Y si la respuesta ins�tucional iniciara 
únicamente desde bloqueos automá�cos, se corre el riesgo de eliminar discurso legí�mo y afectar la libertad 
de expresión, porque el problema no es la herramienta en sí misma, sino el uso que se le dé.

Por ello, como forma de respuesta y regulación a la desinformación, los deepfakes engañosos, la clonación de 
voz, la suplantación fraudulenta de iden�dad y las redes ar�ficiales de desinformación requieren una acción 
más fuerte: medidas cautelares, re�ro urgente, preservación de evidencia y, en su caso, la apertura de un 
procedimiento sancionador, si corresponde.

Estas respuestas deben adoptarse con cuidado, porque en campaña la libertad de expresión �ene una 
protección reforzada. El debate polí�co admite crí�ca dura, sá�ra, ironía, exageración, confrontación y 
propaganda nega�va. No toda falsedad debe conver�rse automá�camente en infracción electoral, ni toda 
crí�ca severa debe tratarse como desinformación. El verdadero reto está en dis�nguir cuándo estamos frente a 
un discurso polí�co protegido y cuándo frente a una manipulación tecnológica que puede afectar una 
elección libre.

En este punto, México ofrece una línea interesante. El precedente central es el SUP-REP-893/2024 y 
acumulado. Aunque surgió por la imagen de un niño generada con inteligencia ar�ficial en un promocional, su 
importancia va más allá del interés superior de la niñez. Lo relevante es que la Sala Superior no prohibió el uso 
de IA ni sancionó automá�camente una imagen ar�ficial cuando no exis�a una persona menor real e 
iden�ficable; pero sí reconoció la necesidad de contar con parámetros de transparencia, verificación y 
trazabilidad cuando se u�licen contenidos generados o modificados mediante IA en propaganda electoral  . 

 
 Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Sala Superior, SUP-REP-893/2024 y acumulado.
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Además, en dicha sentencia se ordenó que se incorporaran elementos como cin�llo, documentación, 
programa u�lizado, fecha de creación y registros del proceso cuando se usen imágenes, voz o datos generados 
o editados con IA en ciertos supuestos de propaganda.
 
En atención a lo ordenado por Sala Superior, el INE incorporó dichas reglas, lo que muestra que, ante la falta de 
una legislación integral, México ha empezado a construir respuestas desde tres planos: precedentes 
jurisdiccionales, lineamientos administra�vos y propuestas ins�tucionales  .

También conviene destacar que el Gobierno de México presentó en febrero de 2026 una inicia�va de reforma 
electoral   que incluyó, dentro de sus ejes, la regulación del uso de inteligencia ar�ficial y la prohibición de bots 
y otros mecanismos ar�ficiales en redes sociales.

Asimismo, en marzo de 2026, el Gobierno de México firmó un primer acuerdo de colaboración voluntaria con 
Google, Meta y TikTok para prevenir y atender la violencia digital contra mujeres y niñas  . Aunque ese acuerdo 
no �ene naturaleza electoral, sí resulta relevante como antecedente de cooperación ins�tucional con 
plataformas digitales frente a daños en línea. Su u�lidad para el análisis electoral está en que permite pensar 
en modelos futuros de coordinación entre autoridades y plataformas, siempre bajo reglas claras y compa�bles 
con derechos humanos.

En conclusión, la inteligencia ar�ficial no representa únicamente una amenaza ni una solución automá�ca; en 
materia electoral, puede ser parte del problema cuando se usa para manipular, suplantar o desinformar; pero 
también puede ser parte de la respuesta si se u�liza para detectar riesgos, preservar evidencia y ac�var 
mecanismos ins�tucionales oportunos.

La inteligencia ar�ficial ya forma parte del entorno electoral y, por ello, el reto no es ignorarla ni prohibirla de 
manera absoluta, sino construir respuestas democrá�cas que permitan aprovechar sus beneficios y, al mismo 
�empo, prevenir sus usos opacos, engañosos o manipuladores.

 
Ins�tuto Nacional Electoral, “Acuerdo del Consejo General del Ins�tuto Nacional Electoral por el que se emiten las Reglas para la protección de niñas, niños y adolescentes en materia de 
propaganda y mensajes electorales para el Proceso Electoral Extraordinario del Poder Judicial de la Federación 2024-2025 y, en su caso, para las elecciones extraordinarias que de éste 
deriven”, Diario Oficial de la Federación, 11 de marzo de 2025.

Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, Inicia�va del Ejecu�vo federal con proyecto de decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Cons�tución 
Polí�ca de los Estados Unidos Mexicanos, en materia electoral, Gaceta Parlamentaria, año XXIX, número 6988-A, 4 de marzo de 2026.

Gobierno de México, “Gobierno de México firma primer acuerdo de colaboración voluntaria con Google, Meta y TikTok para comba�r violencia digital contra mujeres”, comunicado oficial, 11 
de marzo de 2026.
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Mtra. Magali Anabel Arellano Córdova

 

Introducción

Hablar de la par�cipación polí�ca de las mujeres en México implica reconocer un proceso de avances 
importantes, aunque no necesariamente lineales ni exentos de tensiones. Durante las úl�mas décadas, la 
consolidación del principio de paridad, la ampliación de derechos polí�co-electorales y la creciente 
visibilización de desigualdades históricas han transformado de manera significa�va el escenario polí�co del 
país. Sin embargo, junto a estos avances persisten prác�cas que con�núan evidenciando que el 
reconocimiento formal de derechos no siempre garan�za, por sí mismo, condiciones efec�vas para ejercerlos 
plenamente.

En ese contexto, la violencia polí�ca contra las mujeres en razón de género (VPMRG) se ha conver�do en una de 
las expresiones más complejas de desigualdad dentro de la vida pública. Su relevancia no deriva únicamente de 
la frecuencia con la que ciertas conductas se presentan, sino de la manera en que logran afectar trayectorias 
polí�cas, condiciones de par�cipación y posibilidades reales de permanencia en espacios de representación. 
Como ha adver�do Flavia Freidenberg, la violencia polí�ca contra las mujeres cons�tuye una barrera para el 
ejercicio efec�vo de los derechos polí�co-electorales y para la consolidación de democracias más incluyentes 
(Freidenberg, 2017).

No siempre se trata de actos visibles o fácilmente iden�ficables. En ocasiones, la violencia se expresa mediante 
cues�onamientos persistentes sobre la capacidad de liderazgo de las mujeres, exclusiones de espacios de toma 
de decisiones, campañas de desgaste, hos�gamiento o prác�cas orientadas a debilitar trayectorias polí�cas 
que apenas comenzaban a consolidarse. En otros casos, adopta formas más abiertas de in�midación o 
restricción del ejercicio del cargo. Quizá por ello, los efectos de esta violencia suelen extenderse más allá del 
momento inmediato en que ocurre la agresión y proyectarse hacia dimensiones menos evidentes, aunque 
igualmente relevantes para la par�cipación polí�ca.

La preocupación no parece menor si se considera que la ampliación de derechos polí�co-electorales no ha 
eliminado necesariamente las formas informales de exclusión que con�núan operando en dis�ntos espacios 
de poder. Como señala Aidé Hernández García (2021), los avances norma�vos en materia de representación 
polí�ca femenina conviven todavía con prác�cas culturales e ins�tucionales que dificultan el acceso y 
permanencia de las mujeres en posiciones de decisión. En otras palabras, la igualdad formal no siempre ha 
logrado traducirse, de manera automá�ca, en igualdad sustan�va.

 Licenciada en Derecho con Especialidad en Criminalís�ca y Maestra en Derecho Electoral. Desde el año 2025, el Pleno del Senado de la República la designó Magistrada Electoral. Actualmente 
preside el Tribunal Electoral del Estado de Chiapas (TEECH) y la Asociación de Tribunales Electorales de la República Mexicana (ATERM), correo,  magali.arellano@teechiapas.gob.mx

 

Cuando sancionar no basta, violencia polí�ca contra las mujeres
en razón de género y los límites del modelo
electoral mexicano.

1

10

1

mailto:magali.arellano@teechiapas.gob.mx


Frente a este panorama, el Estado mexicano impulsó en abril de 2020 una reforma legisla�va orientada a 
prevenir, atender, sancionar y erradicar la VPMRG. A través de modificaciones a diversos ordenamientos 
jurídicos federales, se reconoció formalmente esta modalidad de violencia y se fortalecieron las herramientas 
ins�tucionales para enfrentarla. La Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia 
(LGAMVLV) la define como toda acción u omisión que tenga por objeto o resultado “limitar, anular o 
menoscabar el ejercicio efec�vo de los derechos polí�cos y electorales” de una o varias mujeres (Ley General 
de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, LGAMVLV, 2024, art. 20 Bis).

Aun cuando dichos avances norma�vos han representado un paso importante, conforme las resoluciones 
comenzaron a mul�plicarse y los casos a adquirir mayor visibilidad, empezó también a emerger una inquietud 
di�cil de dejar de lado, si las sanciones actualmente previstas dentro del sistema electoral mexicano han 
logrado producir efectos suficientemente eficaces frente a un fenómeno que con�núa manifestándose en 
dis�ntos contextos polí�cos. La pregunta no parece agotarse en la existencia formal de mecanismos jurídicos, 
sino en su capacidad real para prevenir nuevas conductas, proteger derechos vulnerados y generar condiciones 
más seguras para la par�cipación polí�ca de las mujeres.

La discusión adquiere un ma�z par�cularmente interesante frente a propuestas recientes orientadas a revisar 
los alcances de las consecuencias jurídicas derivadas de resoluciones firmes en materia de VPMRG, 
especialmente cuando se plantea la posibilidad de fortalecerlas cons�tucionalmente. Sin adelantar 
conclusiones, el debate parece abrir preguntas relevantes sobre los límites y posibilidades del modelo 
sancionatorio vigente, así como sobre la necesidad de pensar respuestas ins�tucionales que no sólo cas�guen 
la conducta, sino que también permitan reparar integralmente las afectaciones producidas.

A par�r de estas consideraciones, el presente trabajo se propone analizar la eficacia de las sanciones previstas 
en el sistema electoral mexicano frente a la VPMRG, con especial atención a sus alcances en materia de 
reparación integral del daño y a los desa�os cons�tucionales que podrían derivarse del fortalecimiento de sus 
consecuencias jurídicas. Quizá la discusión pueda resumirse en una inquietud de fondo, si frente a una 
violencia que con�núa condicionando la par�cipación polí�ca de muchas mujeres, el sistema vigente ha 
logrado construir respuestas suficientemente eficaces o si todavía persisten espacios importantes por revisar.

La violencia polí�ca contra las mujeres en razón de género y el alcance de las sanciones electorales

La violencia polí�ca contra las mujeres en razón de género (VPMRG) dejó de ser, hace ya algunos años, un tema 
periférico dentro de la discusión jurídico-electoral mexicana. Lo que durante mucho �empo fue interpretado 
como parte de las tensiones ordinarias de la competencia polí�ca comenzó a observarse desde otra 
perspec�va, par�cularmente cuando resultó evidente que muchas de las conductas dirigidas contra mujeres 
candidatas, funcionarias o representantes populares compar�an un elemento común, se encontraban 
atravesadas por relaciones históricas de desigualdad y por patrones diferenciados de exclusión basados en el 
género.
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El reconocimiento jurídico de esta problemá�ca no fue inmediato. Durante años, prác�cas de 
hos�gamiento, deslegi�mación, exclusión de espacios de decisión o limitación del ejercicio del cargo tendieron 
a diluirse entre disputas par�distas o conflictos internos de naturaleza polí�ca. Como ha sostenido María del 
Carmen Alanis Figueroa (2017), uno de los principales desa�os consis�ó precisamente en reconocer que 
ciertas agresiones dirigidas contra mujeres no podían comprenderse únicamente como confrontaciones 
polí�cas ordinarias, sino como vulneraciones específicas de derechos polí�co-electorales que exigían 
respuestas ins�tucionales diferenciadas.

En el ámbito norma�vo, uno de los avances más relevantes ocurrió con la reforma publicada en el Diario Oficial 
de la Federación el 13 de abril de 2020, mediante la cual se modificaron y adicionaron disposiciones de ocho 
ordenamientos jurídicos federales, entre ellos la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 
Violencia (LGAMVLV), la Ley General de Ins�tuciones y Procedimientos Electorales (LGIPE), la Ley General del 
Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, la Ley General de Par�dos Polí�cos y la Ley General en 
Materia de Delitos Electorales (Diario Oficial de la Federación [DOF], 2020).

La amplitud de la reforma no parece un dato menor. Más allá de incorporar nuevas disposiciones legales, 
representó un esfuerzo ins�tucional orientado a construir un tratamiento más integral frente a una violencia 
que, hasta ese momento, encontraba respuestas fragmentadas o insuficientes. Entre los cambios más 
significa�vos se incorporó una definición legal expresa de la VPMRG, se fortalecieron competencias de 
autoridades administra�vas y jurisdiccionales, se ampliaron medidas cautelares y procedimientos especiales 
sancionadores, y se establecieron obligaciones específicas para par�dos polí�cos y autoridades electorales 
dirigidas a prevenir este �po de conductas.

En términos norma�vos, la LGAMVLV define la VPMRG como toda acción u omisión, incluida la tolerancia, 
basada en elementos de género y ejercida dentro de la esfera pública o privada, que tenga por objeto o 
resultado “limitar, anular o menoscabar el ejercicio efec�vo de los derechos polí�cos y electorales” de una o 
varias mujeres (Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, LGAMVLV, 2024, art. 20 Bis). 
La definición resulta par�cularmente relevante porque permite dis�nguir entre el conflicto polí�co ordinario y 
aquellas conductas que, precisamente por encontrarse dirigidas contra mujeres o producir afectaciones 
diferenciadas, exigen una respuesta ins�tucional reforzada.

Como ha adver�do Flavia Freidenberg (2017), el reconocimiento jurídico de la violencia polí�ca contra las 
mujeres cons�tuye un paso importante, pero no necesariamente suficiente para transformar las condiciones 
estructurales que permiten su persistencia. En cierta medida, ello explica por qué la reforma de 2020 no sólo 
buscó sancionar conductas, sino también construir herramientas preven�vas y mecanismos de protección más 
eficaces frente a situaciones de riesgo, par�cularmente durante procesos electorales y en el ejercicio del cargo.
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Entre las medidas incorporadas destacan las órdenes de protección, medidas cautelares, procedimientos 
especiales sancionadores, registros de personas sancionadas y restricciones vinculadas al acceso a 
candidaturas o cargos públicos. Par�cular relevancia ha adquirido el principio conocido como “3 de 3 contra la 
violencia”, orientado a impedir el acceso a candidaturas de personas con antecedentes relacionados con 
violencia familiar, delitos sexuales o incumplimiento de obligaciones alimentarias. Aunque se trata de figuras 
dis�ntas, su evolución ha contribuido a fortalecer el debate sobre la posibilidad de ampliar las consecuencias 
jurídicas derivadas de conductas acreditadas de violencia, par�cularmente cuando éstas afectan de manera 
directa el ejercicio de derechos polí�co-electorales.

Aun con estos avances, quizá valga la pena preguntarse si el fortalecimiento norma�vo ha logrado traducirse en 
mecanismos suficientemente eficaces frente a un fenómeno que con�núa manifestándose en escenarios 
polí�cos diversos. La pregunta no parece limitarse a la existencia de sanciones, sino a su capacidad real para 
prevenir la repe�ción de conductas, desalentar prác�cas de exclusión polí�ca y ofrecer condiciones más 
seguras para el ejercicio de los derechos polí�co-electorales de las mujeres.

¿Son eficaces las sanciones en materia de violencia polí�ca contra las mujeres en razón de género?

Negar los avances que el sistema electoral mexicano ha construido en materia de violencia polí�ca contra las 
mujeres en razón de género (VPMRG) resultaría, además de impreciso, poco justo frente a un fenómeno que 
durante muchos años permaneció insuficientemente nombrado e incluso normalizado dentro de ciertos 
espacios polí�cos. La reforma de 2020 representó un cambio relevante no sólo porque reconoció formalmente 
esta modalidad de violencia, sino porque permi�ó construir mecanismos específicos de prevención, 
protección y sanción que antes aparecían dispersos o claramente limitados.

En cierta medida, las resoluciones emi�das por autoridades administra�vas y jurisdiccionales han contribuido 
a modificar la manera en que determinadas conductas comienzan a ser observadas ins�tucionalmente. 
Prác�cas que durante años pudieron interpretarse como confrontaciones par�distas, desacuerdos internos o 
tensiones propias de la competencia electoral, hoy encuentran mayores posibilidades de ser iden�ficadas 
como expresiones de violencia dirigidas específicamente contra mujeres en razón de género. Como ha 
señalado María del Carmen Alanis Figueroa (2017), uno de los retos más importantes ha consis�do 
precisamente en reconocer que ciertas conductas afectan de manera diferenciada el ejercicio de los derechos 
polí�co-electorales de las mujeres y, por ello, requieren respuestas ins�tucionales específicas.
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Quizá por ello convenga reconocer que el fortalecimiento norma�vo sí ha generado avances relevantes. Las 
medidas cautelares, órdenes de protección, procedimientos especiales sancionadores y registros de personas 
sancionadas cons�tuyen herramientas que hace apenas algunos años parecían di�ciles de imaginar dentro del 
ámbito electoral mexicano. De manera paralela, la creciente visibilización de los casos ha permi�do abrir 
discusiones públicas que antes tendían a minimizarse o a resolverse exclusivamente dentro de dinámicas 
par�distas.

Aun así, conforme las resoluciones comenzaron a mul�plicarse y los casos a adquirir mayor presencia pública, 
empezó también a emerger una inquietud que merece observarse con cierta cautela. La pregunta quizá no se 
encuentra únicamente en la existencia de sanciones, sino en algo un poco más complejo de responder, qué tan 
capaces resultan de modificar realmente las condiciones que hicieron posible la violencia. En algunos casos, 
pareciera persis�r la sensación de que, aun cuando una conducta ha sido acreditada jurisdiccionalmente, las 
consecuencias jurídicas todavía encuentran dificultades para producir efectos claramente disuasorios o 
impedir la repe�ción de prác�cas de exclusión polí�ca.

Esta preocupación no parece exclusiva del contexto mexicano. Como ha adver�do Laura Albaine (2021), la 
construcción de marcos norma�vos especializados no garan�za, por sí misma, respuestas ins�tucionales 
plenamente eficaces si los organismos encargados de aplicarlos encuentran límites materiales o jurídicos para 
producir consecuencias suficientemente contundentes frente a conductas acreditadas. Desde esta 
perspec�va, la discusión sobre eficacia sancionatoria no parece agotarse en el endurecimiento del cas�go, sino 
también en la capacidad ins�tucional para generar incen�vos reales de no repe�ción.

La persistencia de casos de VPMRG en dis�ntos procesos electorales y órdenes de gobierno parece sugerir, al 
menos de manera preliminar, que el fortalecimiento norma�vo no necesariamente ha sido suficiente para 
desalentar determinadas prác�cas de exclusión o violencia polí�ca. Ello no implica desconocer los avances 
alcanzados; quizá, más bien, obliga a preguntarse si el modelo actual ha llegado a un punto de suficiencia o si 
todavía enfrenta límites importantes para ofrecer respuestas plenamente eficaces.

Es precisamente en este punto donde adquiere relevancia una discusión planteada recientemente en Chiapas, 
en el marco de las mesas de trabajo impulsadas por la Secretaría General de Gobierno del Estado y 
desarrolladas en la Universidad Autónoma de Chiapas. Durante dichos espacios comenzó a discu�rse la 
necesidad de revisar si las autoridades electorales cuentan hoy con herramientas suficientemente eficaces 
para que las resoluciones firmes en materia de VPMRG produzcan consecuencias jurídicas más contundentes 
frente a conductas acreditadas.
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En ese contexto, se planteó la posibilidad de revisar los alcances del ar�culo 38 de la Cons�tución Polí�ca de los 
Estados Unidos Mexicanos (CPEUM), con el propósito de fortalecer las consecuencias jurídicas derivadas de 
resoluciones firmes emi�das por autoridades electorales en casos de VPMRG. La propuesta parecía 
concentrarse, en esencia, en una preocupación concreta, si la acreditación jurisdiccional de actos de violencia 
polí�ca podría generar efectos más robustos sobre la elegibilidad o el ejercicio de derechos polí�co-
electorales, par�cularmente cuando se trata de conductas graves o reiteradas.

La inquietud no parece menor si se considera que parte de la eficacia de un sistema sancionatorio descansa 
precisamente en su capacidad para desalentar conductas futuras y ofrecer mayores condiciones de protección 
frente a contextos de violencia. Sin embargo, quizá también convenga reconocer que el debate no se encuentra 
exento de tensiones. El fortalecimiento de consecuencias jurídicas más severas abre preguntas relevantes 
sobre proporcionalidad, debido proceso, derecho a ser votado y los límites cons�tucionales de una medida de 
esta naturaleza. Podría resultar precipitado asumir que el endurecimiento sancionatorio, por sí mismo, 
resolvería un problema cuya complejidad también se encuentra atravesada por factores culturales, 
ins�tucionales y estructurales

Quizá aquí valga la pena detenerse un momento. Porque si la pregunta se limita exclusivamente a si las 
sanciones son más o menos severas, parte importante del problema podría quedar fuera de la discusión. La 
eficacia de una respuesta ins�tucional di�cilmente parece medirse únicamente por la intensidad del cas�go; 
también importa la capacidad del sistema para reparar afectaciones, reconstruir condiciones de par�cipación y 
ofrecer garan�as reales de no repe�ción. Es justamente en este punto donde la reparación integral del daño 
comienza a adquirir una relevancia di�cil de ignorar.

Reparación integral, una dimensión todavía insuficientemente explorada.

La discusión sobre violencia polí�ca contra las mujeres en razón de género (VPMRG) suele concentrarse, de 
manera casi inmediata, en las sanciones. La pregunta por quién ejerció la conducta, qué tan grave fue y cuáles 
deben ser las consecuencias jurídicas ocupa, comprensiblemente, buena parte de la atención ins�tucional. Sin 
embargo, quizá valga la pena detenerse un momento en otra interrogante que no siempre recibe el mismo 
espacio, ¿qué ocurre con las afectaciones producidas una vez que el procedimiento concluye y la violencia ha 
sido formalmente reconocida?.

La pregunta no parece menor. En muchos casos, los efectos de la violencia polí�ca no desaparecen con la 
emisión de una resolución jurisdiccional. Aun cuando exista una sanción, pueden permanecer consecuencias 
menos visibles, aunque igualmente significa�vas, pérdida de espacios de representación, debilitamiento de 
liderazgos, afectaciones reputacionales, interrupción de trayectorias polí�cas o condiciones de par�cipación 
marcadas por el temor, el desgaste o la desconfianza ins�tucional. No siempre resulta sencillo medir estos 
impactos; quizá por ello, durante mucho �empo quedaron rela�vamente desplazados dentro de la discusión 
jurídica.
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Como ha adver�do Freidenberg (2017), la violencia polí�ca contra las mujeres no sólo restringe derechos 
polí�co-electorales en el momento en que ocurre, sino que también puede generar efectos prolongados sobre 
la par�cipación y permanencia de las mujeres en espacios de decisión. Vista desde esta perspec�va, la eficacia 
de una respuesta ins�tucional di�cilmente podría reducirse únicamente al cas�go. La sanción, aunque 
indispensable, parece insuficiente si no va acompañada de medidas orientadas a res�tuir condiciones reales 
para el ejercicio de los derechos afectados.

Es precisamente aquí donde adquiere relevancia la idea de reparación integral. Desde los estándares 
desarrollados por la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH), la respuesta estatal frente a una 
violación de derechos humanos no se limita a sancionar la conducta, sino que comprende medidas orientadas 
a reparar, en la medida de lo posible, las consecuencias producidas. Esto incluye acciones de res�tución, 
rehabilitación, sa�sfacción y garan�as de no repe�ción (Corte IDH, 2018). En otras palabras, no basta con 
reconocer jurídicamente la existencia de la violencia; también resulta necesario preguntarse qué condiciones 
deben reconstruirse para que el ejercicio de los derechos pueda restablecerse de forma efec�va.

Llevada al terreno polí�co-electoral, esta discusión adquiere ma�ces par�cularmente complejos. Reparar 
integralmente una afectación no siempre resulta sencillo cuando la violencia ha incidido sobre procesos 
electorales ya concluidos, espacios de representación perdidos o trayectorias polí�cas interrumpidas. En 
algunos casos, incluso, las consecuencias parecen extenderse más allá de los �empos ins�tucionales de 
resolución. Como ha señalado Hernández García (2021), los avances norma�vos en materia de par�cipación 
polí�ca de las mujeres no necesariamente eliminan las dinámicas informales de exclusión que con�núan 
operando en dis�ntos espacios polí�cos, aun después de la intervención ins�tucional.

Quizá por ello, la discusión sobre la eficacia de las sanciones merece observarse desde una perspec�va más 
amplia. La pregunta no parece limitarse a si las medidas existentes cas�gan suficientemente una conducta, sino 
también a si resultan capaces de ofrecer condiciones efec�vas de res�tución y prevención. Después de todo, 
una respuesta ins�tucional di�cilmente puede considerarse plenamente sa�sfactoria si la violencia se 
sanciona, pero las condiciones que hicieron posible la afectación permanecen prác�camente intactas.

Bajo esta lógica, la conversación sobre el fortalecimiento de las consecuencias jurídicas frente a casos 
acreditados de VPMRG (como la propuesta discu�da recientemente en Chiapas) adquiere una dimensión 
dis�nta. Ya no se trata únicamente de endurecer sanciones, sino de preguntarse si el sistema vigente cuenta 
con herramientas suficientemente robustas para proteger de manera más efec�va los derechos polí�co-
electorales de las mujeres y evitar la repe�ción de conductas que, pese a los avances norma�vos, con�núan 
presentándose con preocupante persistencia.
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En este punto, quizá convenga incorporar otra dimensión que no siempre ocupa un lugar central dentro de la 
discusión sobre reparación integral, las condiciones reales de acceso a la jus�cia una vez emi�da la resolución 
jurisdiccional. Porque aun cuando los estándares desarrollados por la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos (Corte IDH) han delineado con amplitud medidas de res�tución, rehabilitación, sa�sfacción y 
garan�as de no repe�ción, la posibilidad de que dichas medidas produzcan efectos concretos depende 
también de la existencia de capacidades ins�tucionales orientadas a acompañar su implementación efec�va 
(Corte IDH, 2009).

La inquietud no parece menor cuando se observa que, en determinados contextos, la reparación integral 
enfrenta obstáculos que trascienden el ámbito estrictamente norma�vo. Mujeres indígenas, habitantes de 
comunidades rurales o personas ubicadas en regiones geográficamente alejadas suelen enfrentar barreras 
diferenciadas de acceso a la jus�cia, vinculadas con factores lingüís�cos, económicos, territoriales o incluso 
culturales. Vista desde una perspec�va interseccional, la experiencia de la violencia polí�ca contra las mujeres 
en razón de género no necesariamente ocurre de manera homogénea; por el contrario, determinadas 
condiciones de desigualdad pueden profundizar las dificultades para acceder a mecanismos efec�vos de 
protección y res�tución de derechos (Hernández García, 2021).

En este escenario, quizá resulte per�nente volver la mirada hacia el papel que podrían desempeñar las 
defensorías públicas electorales y otros mecanismos ins�tucionales de acompañamiento jurídico permanente. 
Su relevancia no parece agotarse en el acceso inicial al li�gio, sino también en la posibilidad de ofrecer 
seguimiento técnico a procedimientos cuya complejidad suele extenderse más allá de la emisión de una 
sentencia. Después de todo, la reparación integral di�cilmente puede entenderse como un acto instantáneo o 
exclusivamente declara�vo; en no pocos casos, exige con�nuidad ins�tucional y condiciones materiales 
mínimas para que una resolución jurisdiccional logre traducirse en experiencias efec�vas de res�tución de 
derechos.

Bajo esta misma lógica, quizá convenga abrir una pregunta que pocas veces ocupa un lugar central dentro de la 
discusión sobre violencia polí�ca contra las mujeres en razón de género, la eficacia material de las sentencias 
en su etapa de ejecución. Porque aun cuando una resolución jurisdiccional reconozca formalmente la 
existencia de violencia y ordene medidas específicas de reparación o protección, ello no necesariamente 
significa que sus efectos se traduzcan, de manera automá�ca, en experiencias efec�vas de res�tución de 
derechos.

La inquietud merece observarse con cierta cautela. En términos estadís�cos, un número reducido de 
incidentes de incumplimiento de sentencia podría interpretarse, en principio, como un indicador de 
cumplimiento adecuado por parte de las autoridades obligadas. Sin embargo, quizá también cabría 
preguntarse si dicha aparente ausencia de conflic�vidad procesal refleja necesariamente un cumplimiento 
material efec�vo o si, al menos en determinados contextos, puede encontrarse vinculada con barreras 
posteriores a la sentencia, desgaste emocional derivado del li�gio, desconocimiento técnico para promover 
incidentes procesales, insuficiencia de acompañamiento jurídico o limitaciones materiales para dar 
seguimiento a medidas ordenadas jurisdiccionalmente.
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La pregunta adquiere par�cular relevancia cuando se observa que el seguimiento de determinadas medidas de 
ejecución podría depender, todavía, del impulso procesal de la propia víc�ma. Contestar vistas, promover 
incidentes de incumplimiento o exigir la materialización de medidas reparadoras exige, muchas veces, �empo, 
recursos, información especializada y acompañamiento técnico constante. No siempre se trata de condiciones 
disponibles para quienes han atravesado procesos prolongados de violencia polí�ca o enfrentan contextos de 
vulnerabilidad territorial o comunitaria.

Desde esta perspec�va, quizá resulte per�nente preguntarse si la discusión sobre el fortalecimiento de 
consecuencias jurídicas incluido el debate en torno al ar�culo 38 de la Cons�tución Polí�ca de los Estados 
Unidos Mexicanos puede observarse de manera completamente aislada respecto de las capacidades 
ins�tucionales reales de seguimiento y ejecución de las resoluciones. Porque aun cuando el endurecimiento de 
ciertas consecuencias pudiera fortalecer efectos disuasorios, permanecería abierta una pregunta di�cil de 
ignorar, ¿hasta qué punto una reforma norma�va logra transformar las condiciones materiales de protección si 
el cumplimiento efec�vo de las sentencias con�núa dependiendo, en buena medida, de las capacidades 
individuales de li�gación de la propia víc�ma?

El fortalecimiento de las consecuencias jurídicas frente a la VPMRG, alcances y tensiones cons�tucionales 
del ar�culo 38 de la CPEUM

La discusión sobre la eficacia de las sanciones frente a la violencia polí�ca contra las mujeres en razón de género 
(VPMRG) adquiere un ma�z par�cularmente complejo cuando se plantea la posibilidad de fortalecer sus 
consecuencias jurídicas a nivel cons�tucional. La propuesta discu�da en Chiapas, orientada a revisar los 
alcances del ar�culo 38 de la Cons�tución Polí�ca de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM) respecto de 
resoluciones firmes en materia de VPMRG, parece par�r de una preocupación legí�ma, la percepción de que 
las sanciones actualmente previstas, aun cuando han representado avances importantes, no siempre generan 
efectos suficientemente disuasorios frente a conductas graves o reiteradas.

La inquietud merece observarse con seriedad. Di�cilmente podría sostenerse que un sistema de protección 
resulta plenamente eficaz cuando, aun exis�endo reconocimiento jurisdiccional de la violencia, persisten 
condiciones que permiten su repe�ción o limitan el restablecimiento efec�vo de derechos polí�co-electorales. 
En este sen�do, la posibilidad de fortalecer las consecuencias derivadas de resoluciones firmes podría 
interpretarse como un esfuerzo orientado a robustecer la capacidad ins�tucional de respuesta frente a 
conductas que afectan de manera directa la par�cipación polí�ca de las mujeres.

Desde esta perspec�va, uno de los argumentos que podría respaldar una eventual revisión del ar�culo 38 
cons�tucional se encuentra en la necesidad de construir mecanismos con mayor capacidad disuasoria. Como 
ha señalado Laura Albaine (2021), los marcos norma�vos especializados di�cilmente alcanzan sus obje�vos si 
las ins�tuciones encargadas de aplicarlos encuentran límites importantes para producir consecuencias 
materiales frente a conductas acreditadas. La discusión no parece menor cuando se considera que parte de la 
eficacia de un sistema sancionatorio descansa precisamente en su capacidad para modificar incen�vos y 
desalentar prác�cas futuras.
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En términos similares, podría argumentarse que fortalecer los efectos jurídicos de resoluciones firmes en 
materia de VPMRG contribuiría a generar mayor coherencia ins�tucional. Resulta razonable preguntarse si una 
autoridad electoral que acredita jurisdiccionalmente una conducta de violencia polí�ca debería contar con 
herramientas más robustas para asegurar que dicha determinación produzca consecuencias acordes con la 
gravedad de la afectación. Como ha adver�do María del Carmen Alanis Figueroa (2017), la violencia polí�ca 
contra las mujeres no cons�tuye únicamente un conflicto polí�co ordinario, sino una afectación específica al 
ejercicio de derechos polí�co-electorales que exige respuestas diferenciadas desde el ámbito ins�tucional.

Aun así, quizá convenga detenerse un momento. Porque la discusión cons�tucional di�cilmente puede 
agotarse en la necesidad de fortalecer sanciones sin preguntarse, al mismo �empo, por sus alcances y límites. 
Una eventual reforma al ar�culo 38 de la CPEUM necesariamente tendría que dialogar con otros principios 
cons�tucionales igualmente relevantes, par�cularmente el derecho a ser votado reconocido en el ar�culo 35 
cons�tucional, el debido proceso, la seguridad jurídica y el principio de proporcionalidad.

La pregunta no parece sencilla. ¿Hasta dónde podrían extenderse las consecuencias jurídicas derivadas de 
resoluciones firmes en materia de VPMRG sin producir restricciones desproporcionadas sobre derechos 
fundamentales? La inquietud adquiere especial relevancia si se considera que el ar�culo 38 cons�tucional 
regula supuestos de suspensión de derechos o prerroga�vas ciudadanas, lo que exige un estándar 
par�cularmente cuidadoso de jus�ficación cons�tucional.

En este contexto, también parece per�nente observar con mayor detenimiento el alcance real del Registro 
Nacional de Personas Sancionadas en Materia de Violencia Polí�ca contra las Mujeres en Razón de Género 
(RNPS). Aunque su incorporación ha representado un avance importante en términos de visibilización 
ins�tucional y sistema�zación de antecedentes, permanece abierta una discusión relevante respecto de sus 
efectos materiales sobre el ejercicio de derechos polí�co-electorales. La pregunta no parece menor si se 
considera que la inscripción en dicho registro no genera, por sí misma, consecuencias automá�cas de 
inelegibilidad, sino que su relevancia jurídica suele encontrarse vinculada a valoraciones posteriores realizadas 
por autoridades administra�vas o jurisdiccionales (INE, 2024).

Es precisamente aquí donde la discusión comienza a entrelazarse con uno de los debates más complejos del 
cons�tucionalismo electoral contemporáneo: el alcance del denominado “modo honesto de vivir” como 
requisito de elegibilidad. En años recientes, diversas resoluciones jurisdiccionales han abierto la posibilidad de 
analizar si la acreditación de conductas relacionadas con violencia polí�ca contra las mujeres puede incidir 
sobre la valoración de este requisito, par�cularmente cuando se trata de resoluciones firmes emi�das por 
autoridades electorales. Sin embargo, quizá convenga reconocer que la discusión permanece lejos de 
encontrarse resuelta. La tensión no parece sencilla: mientras una postura enfa�za la necesidad de fortalecer 
consecuencias reales frente a conductas que afectan derechos polí�co-electorales de las mujeres, otra 
advierte sobre los riesgos de generar restricciones desproporcionadas al derecho a ser votado sin criterios 
suficientemente uniformes o previsibles.
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De manera paralela, las mesas de trabajo desarrolladas en la Universidad Autónoma de Chiapas, en 
coordinación con autoridades estatales y electorales, permi�eron visibilizar preocupaciones que parecen 
dialogar directamente con esta discusión. Más allá del debate estrictamente norma�vo sobre el 
fortalecimiento de consecuencias jurídicas, comenzaron a emerger inquietudes relacionadas con la ejecución 
material de las resoluciones, las dificultades de acompañamiento ins�tucional, la persistencia de contextos de 
violencia polí�ca comunitaria y las barreras reales que enfrentan muchas mujeres para sostener li�gios 
prolongados o exigir el cumplimiento efec�vo de las medidas ordenadas. Vista desde esta perspec�va, la 
discusión sobre el ar�culo 38 cons�tucional quizá no pueda agotarse únicamente en el endurecimiento de 
consecuencias jurídicas, sino también en la capacidad real del sistema para garan�zar que las resoluciones 
emi�das logren traducirse en condiciones efec�vas de protección y res�tución de derechos.

Desde una perspec�va garan�sta, podría resultar precipitado asumir que el endurecimiento de consecuencias 
jurídicas, por sí mismo, resolvería un problema cuya complejidad también se encuentra atravesada por 
factores estructurales, culturales e ins�tucionales. Como ha adver�do Flavia Freidenberg (2017), la violencia 
polí�ca contra las mujeres responde a dinámicas históricas de desigualdad que di�cilmente desaparecen 
únicamente mediante mecanismos puni�vos. En otras palabras, el fortalecimiento sancionatorio puede 
cons�tuir parte de la respuesta, aunque probablemente no la respuesta completa.

A ello se suma otra preocupación que merece observarse con cautela, la posibilidad de que consecuencias 
jurídicas par�cularmente severas generen tensiones respecto de la presunción de inocencia o, en 
determinados contextos, incen�ven formas de li�gio estratégico dentro de la competencia polí�co-electoral. 
No se trata, desde luego, de minimizar la gravedad de la VPMRG ni de rela�vizar sus impactos, sino de 
reconocer que el diseño cons�tucional de cualquier medida requiere equilibrio, especialmente cuando se 
encuentran involucrados dis�ntos derechos fundamentales.

Quizá por ello, la discusión no deba centrarse exclusivamente en si resulta necesario endurecer las 
consecuencias jurídicas derivadas de resoluciones firmes, sino en qué �po de diseño norma�vo permi�ría 
fortalecer la protección de los derechos polí�co-electorales de las mujeres sin generar afectaciones 
desproporcionadas sobre otros principios cons�tucionales igualmente relevantes. La pregunta parece 
par�cularmente importante si se considera que la eficacia de un sistema no sólo se mide por la severidad de sus 
sanciones, sino también por su capacidad para prevenir nuevas conductas, reparar integralmente las 
afectaciones producidas y garan�zar condiciones reales para una par�cipación polí�ca libre de violencia.

Vista desde esta perspec�va, la reparación integral del daño adquiere nuevamente un lugar central. Si la 
VPMRG puede afectar trayectorias polí�cas, estabilidad profesional, reputación pública e incluso condiciones 
materiales vinculadas con el desarrollo de un proyecto de vida, quizá resulte insuficiente limitar la discusión 
exclusivamente al endurecimiento sancionatorio. Tal vez uno de los desa�os más importantes consista en 
construir respuestas ins�tucionales capaces de ar�cular sanción, prevención y reparación efec�va. Después de 
todo, una democracia paritaria di�cilmente podría consolidarse si las mujeres con�núan enfrentando violencia 
polí�ca cuyas consecuencias, aun después del reconocimiento jurisdiccional, permanecen parcialmente 
intactas.
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Conclusiones

La evolución norma�va en materia de violencia polí�ca contra las mujeres en razón de género (VPMRG) 
representa, sin duda, uno de los avances más relevantes del sistema electoral mexicano en los úl�mos años. La 
reforma de 2020 permi�ó reconocer formalmente una violencia que durante largo �empo permaneció 
invisibilizada o diluida entre las tensiones ordinarias de la competencia polí�ca, al �empo que fortaleció 
herramientas ins�tucionales de prevención, protección y sanción. Sería injusto desconocer la relevancia de 
este tránsito norma�vo, par�cularmente si se considera el papel que ha tenido en la visibilización de conductas 
que históricamente afectaron el ejercicio de los derechos polí�co-electorales de las mujeres.

Sin embargo, los hallazgos revisados a lo largo de este trabajo parecen sugerir que el fortalecimiento 
norma�vo, por sí mismo, no necesariamente garan�za respuestas plenamente eficaces frente a un fenómeno 
cuya persistencia con�núa manifestándose en dis�ntos espacios polí�cos del país. La existencia de 
procedimientos especializados, medidas cautelares, registros de personas sancionadas o resoluciones 
jurisdiccionales cons�tuye un avance importante, aunque no suficiente si las condiciones que hicieron posible 
la violencia permanecen, en buena medida, intactas o si las consecuencias derivadas de su acreditación 
encuentran límites importantes para desalentar conductas futuras.

Quizá una de las inquietudes más relevantes que deja esta discusión consiste en reconocer que la eficacia de un 
sistema de protección di�cilmente puede medirse únicamente por la severidad de sus sanciones. La pregunta 
parece ser más compleja. Importa, desde luego, la capacidad de cas�gar conductas graves; pero también 
importa (y acaso con la misma intensidad) la posibilidad real de prevenir nuevas afectaciones, garan�zar 
condiciones de par�cipación polí�ca libres de violencia y ofrecer respuestas ins�tucionales capaces de res�tuir 
derechos vulnerados.

En este contexto, la propuesta orientada a revisar los alcances del ar�culo 38 de la Cons�tución Polí�ca de los 
Estados Unidos Mexicanos abre una conversación cons�tucional que merece ser abordada con seriedad, 
prudencia y profundidad. La posibilidad de fortalecer consecuencias jurídicas frente a resoluciones firmes en 
materia de VPMRG podría representar una vía para robustecer la protección de los derechos polí�co-
electorales de las mujeres; no obstante, cualquier discusión en esta materia exige ponderar cuidadosamente 
principios igualmente relevantes como el debido proceso, la proporcionalidad, la seguridad jurídica y el 
derecho a ser votado. Las respuestas simplistas, en uno u otro sen�do, probablemente resultarían insuficientes 
frente a un problema de esta complejidad.

Del mismo modo, este trabajo permite adver�r que la reparación integral del daño con�núa ocupando un lugar 
todavía insuficientemente explorado dentro del ámbito polí�co-electoral. La violencia polí�ca no 
necesariamente concluye con la emisión de una sentencia. En determinados contextos, sus efectos pueden 
extenderse hacia trayectorias polí�cas debilitadas, proyectos personales interrumpidos, afectaciones 
reputacionales o condiciones materiales que terminan condicionando, de manera silenciosa pero persistente, 
el ejercicio futuro de los derechos polí�co-electorales. Pensar la reparación desde esta perspec�va implica 
reconocer que no basta con sancionar; también resulta necesario reconstruir condiciones reales para la 
par�cipación polí�ca efec�va.
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Quizá ahí se encuentre uno de los mayores desa�os democrá�cos del presente. Porque mientras la violencia 
polí�ca con�núe condicionando el acceso, permanencia y ejercicio del poder de las mujeres, la discusión dejará 
de ser exclusivamente electoral para conver�rse en un asunto que interpela directamente la calidad de la 
democracia cons�tucional mexicana. Después de todo, una democracia di�cilmente puede asumirse 
plenamente representa�va si todavía existen mujeres cuya par�cipación polí�ca sigue viéndose limitada por 
formas de violencia que, aun siendo jurídicamente reconocidas, con�núan encontrando espacios para 
reproducirse.
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                          Lic. Alejandra Velarde Félix

 La consolidación del Estado cons�tucional contemporáneo ha supuesto el reconocimiento de la 
diversidad cultural como un elemento esencial de la democracia y de la legi�midad de las ins�tuciones 
públicas. En este contexto, el presente ensayo analiza la figura de la regiduría étnica en el Estado de Sonora 
como un mecanismo de representación polí�ca diferenciada orientado a garan�zar la par�cipación efec�va de 
los pueblos y comunidades indígenas en el ámbito municipal. Se sos�ene que esta ins�tución cons�tuye una 
expresión cons�tucionalmente legí�ma del pluralismo democrá�co y de la libre determinación indígena; sin 
embargo, su eficacia material depende de que los procedimientos de designación, acreditación y ejercicio del 
cargo aseguren una representación autén�ca, sustan�va y no meramente simbólica. A par�r del 
reconocimiento de la composición pluricultural de la Nación y del derecho de libre determinación previstos en 
el ar�culo 2 de la Cons�tución Polí�ca de los Estados Unidos Mexicanos, así como de los principios contenidos 
en el ar�culo 1 de la Cons�tución Polí�ca del Estado de Sonora, se examinan los antecedentes, alcances y 
desa�os de la regiduría étnica como instrumento de inclusión polí�ca. Finalmente, se reflexiona sobre su 
contribución al fortalecimiento de una democracia intercultural y sobre los retos ins�tucionales que aún 
persisten para garan�zar el ejercicio pleno de los derechos polí�co-electorales de los pueblos indígenas dentro 
del ámbito municipal.

Introducción

 La evolución del cons�tucionalismo contemporáneo ha implicado el reconocimiento de la diversidad 
cultural como uno de los pilares fundamentales del Estado democrá�co de derecho. Bajo esta perspec�va, la 
protección de los derechos colec�vos de los pueblos indígenas ha dejado de concebirse únicamente como una 
cues�ón de polí�ca pública para conver�rse en una exigencia jurídica derivada de los principios de igualdad 
sustan�va, pluralismo cons�tucional y libre determinación. En México, este proceso encontró una de sus 
expresiones más significa�vas en el reconocimiento cons�tucional de la composición pluricultural de la Nación 
previsto en el ar�culo 2 de la Cons�tución Polí�ca de los Estados Unidos Mexicanos, disposición que obliga a las 
autoridades de los dis�ntos órdenes de gobierno a garan�zar la par�cipación efec�va de los pueblos y 
comunidades indígenas en la vida polí�ca, económica, social y cultural del país.

En el ámbito local, el Estado de Sonora ha desarrollado mecanismos ins�tucionales dirigidos a materializar 
dichos postulados cons�tucionales, destacando entre ellos la figura de la regiduría étnica. Esta ins�tución 
cons�tuye un mecanismo de representación polí�ca diferenciada que permite la incorporación de integrantes 
de los pueblos originarios a los ayuntamientos, mediante procedimientos de designación vinculados a sus 
sistemas norma�vos internos y formas tradicionales de organización comunitaria. De esta manera, la regiduría 
étnica representa un punto de encuentro entre el orden jurídico estatal y las expresiones de autonomía polí�ca 
reconocidas a los pueblos indígenas por el propio texto cons�tucional.

Licenciada en Derecho por la Universidad del Valle de México, posgrado en Formación de Mediadores por el Ins�tuto de Mediación de México y la Universidad de Sonora, maestrante en 
Derecho Electoral por la Escuela Judicial Electoral del TEPJF.  Actualmente, desempeña el cargo de  Magistrada Presidenta del Tribunal Estatal Electoral de Sonora.
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Más allá de su dimensión formal, la relevancia jurídica y democrá�ca de esta figura radica en su capacidad para 
traducir el reconocimiento cons�tucional de la diversidad cultural en espacios concretos de par�cipación 
dentro de los órganos de gobierno municipal. En efecto, la incorporación de representantes indígenas a los 
cabildos permite ampliar los cauces de deliberación pública, fortalecer la legi�midad de las decisiones 
gubernamentales y favorecer la inclusión de perspec�vas históricamente excluidas de los procesos 
ins�tucionales de toma de decisiones.

Asimismo, la regiduría étnica refleja la transformación de la relación entre el Estado y los pueblos indígenas. 
Mientras que durante gran parte del siglo XX predominó un modelo orientado a la integración y asimilación de 
las comunidades indígenas dentro de estructuras polí�cas homogéneas, el paradigma cons�tucional vigente 
se sustenta en el reconocimiento de la diversidad cultural como un elemento cons�tu�vo de la democracia. En 
este sen�do, la representación polí�ca indígena deja de concebirse como una concesión excepcional para 
configurarse como una manifestación concreta de los derechos de libre determinación, autonomía y 
par�cipación polí�ca reconocidos por el orden jurídico nacional e internacional.

A par�r de estas premisas, el presente ensayo �ene por objeto analizar la figura de la regiduría étnica en Sonora 
como una garan�a ins�tucional de par�cipación pluricultural. Para ello, se examinan sus antecedentes 
históricos y norma�vos, su función dentro del sistema de representación polí�ca municipal y sus principales 
alcances en la consolidación de una democracia intercultural. Del mismo modo, se sos�ene como hipótesis de 
trabajo que la regiduría étnica, aunque representa un avance significa�vo en el reconocimiento de la 
diversidad cultural dentro de los órganos de gobierno local, enfrenta límites relacionados con la efec�vidad de 
la representación, la ar�culación entre sistemas norma�vos indígenas y reglas estatales, y la necesidad de 
evitar que su presencia se reduzca a una inclusión formal sin incidencia real en la toma de decisiones públicas.

Antecedentes históricos y surgimiento de la regiduría étnica

La presencia de los pueblos indígenas en el territorio sonorense antecede a la conformación del Estado 
mexicano y a la propia organización polí�co-administra�va de los municipios contemporáneos. 
Históricamente, pueblos como los yaquis, mayos, comca'ac, tohono o'odham, guarijíos, pimas, cucapás y 
kikapúes desarrollaron sistemas propios de organización social y polí�ca, sustentados en autoridades 
tradicionales, consejos comunitarios y mecanismos internos de toma de decisiones que les permi�eron 
preservar formas par�culares de autogobierno e iden�dad colec�va. Estas estructuras de autoridad, 
legi�madas por las propias comunidades, han cons�tuido durante generaciones espacios fundamentales para 
la conducción de los asuntos internos y la preservación de sus prác�cas culturales.

Sin embargo, pese a la permanencia y legi�midad de dichos sistemas norma�vos, durante gran parte del siglo 
XX las ins�tuciones municipales operaron bajo esquemas homogéneos de representación polí�ca que no 
contemplaban mecanismos específicos para la par�cipación de los pueblos indígenas dentro de los órganos 
formales de gobierno. Como consecuencia, las comunidades originarias permanecieron prác�camente 
excluidas de los espacios donde se adoptaban decisiones relacionadas con la administración de recursos 
públicos, la prestación de servicios municipales, la planeación del desarrollo local y la definición de polí�cas 
con incidencia directa en sus territorios y formas de vida.
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Esta situación puso de manifiesto una tensión histórica entre el modelo de municipio previsto por el 
cons�tucionalismo moderno y las formas tradicionales de organización polí�ca de los pueblos indígenas. 
Mientras el primero se estructuró bajo criterios uniformes de representación ciudadana, las comunidades 
indígenas con�nuaron ejerciendo formas propias de autoridad y par�cipación polí�ca que, si bien gozaban de 
reconocimiento social al interior de sus territorios, carecían de canales ins�tucionales efec�vos para incidir en 
la toma de decisiones públicas. En este contexto, la ausencia de mecanismos de representación diferenciada 
evidenció una brecha entre el reconocimiento fác�co de la diversidad cultural y su incorporación efec�va 
dentro de las estructuras gubernamentales del Estado.

La creación de la figura de la regiduría étnica en Sonora debe entenderse como resultado de un proceso más 
amplio de transformación jurídica y polí�ca impulsado por el reconocimiento progresivo de los derechos de los 
pueblos indígenas tanto en el ámbito nacional como internacional. Durante las úl�mas décadas del siglo XX, el 
debate en torno a la autonomía, la libre determinación y la par�cipación polí�ca de los pueblos originarios 
adquirió una relevancia creciente, generando reformas orientadas a superar modelos de integración que 
históricamente habían privilegiado la homogeneización cultural sobre el reconocimiento de la diversidad.

En este escenario, Sonora se convir�ó en una de las en�dades federa�vas pioneras en la construcción de 
mecanismos ins�tucionales des�nados a garan�zar la par�cipación polí�ca indígena dentro de los gobiernos 
municipales. La instauración de la regiduría étnica en 1997 representó un avance significa�vo en el 
reconocimiento de la pluralidad cultural de la en�dad, al incorporar por primera vez una vía formal para que los 
pueblos originarios contaran con representación dentro de los ayuntamientos mediante procedimientos 
acordes con sus formas tradicionales de organización comunitaria.

Posteriormente, la reforma al ar�culo 2 de la Cons�tución Polí�ca de los Estados Unidos Mexicanos consolidó 
el fundamento cons�tucional de este �po de mecanismos al reconocer expresamente que la Nación mexicana 
�ene una composición pluricultural sustentada originalmente en sus pueblos indígenas, así como su derecho a 
la libre determinación y a elegir a sus autoridades o representantes conforme a sus sistemas norma�vos 
internos. A par�r de esta transformación cons�tucional, la representación polí�ca indígena dejó de concebirse 
como una medida excepcional para conver�rse en una exigencia derivada de los principios de pluralismo 
democrá�co, igualdad sustan�va y respeto a la diversidad cultural.

Bajo esta lógica, la regiduría étnica adquirió una relevancia que trasciende la simple integración de un cargo 
dentro de los cabildos municipales. Su creación significó el reconocimiento de los pueblos indígenas como 
sujetos colec�vos de derechos con capacidad para par�cipar ac�vamente en la definición de los asuntos 
públicos que inciden en su desarrollo social, cultural y territorial. De esta manera, la ins�tución se consolidó 
como una expresión concreta del tránsito hacia un modelo de democracia intercultural, en el que la inclusión 
polí�ca no se limita al acceso formal a los espacios de representación, sino que busca garan�zar la presencia 
efec�va de la diversidad cultural en los procesos de deliberación y decisión pública.
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La importancia del regidor étnico en la representación polí�ca indígena

La regiduría étnica cons�tuye uno de los mecanismos más relevantes de representación polí�ca diferenciada 
dentro del ámbito municipal, en tanto materializa el reconocimiento cons�tucional de los pueblos indígenas 
como sujetos colec�vos de derechos y les permite par�cipar de manera efec�va en los espacios formales de 
toma de decisiones. Su importancia radica en que incorpora al gobierno local perspec�vas, intereses y formas 
de organización que históricamente permanecieron al margen de las estructuras ins�tucionales del Estado, 
fortaleciendo con ello el carácter plural e incluyente de la democracia.

En una en�dad con la diversidad cultural de Sonora, la presencia de representantes indígenas en los 
ayuntamientos trasciende la simple integración de un cargo dentro del cabildo. Su existencia cons�tuye el 
reconocimiento de que la igualdad democrá�ca no exige uniformidad, sino la generación de condiciones que 
permitan la par�cipación efec�va de grupos históricamente excluidos mediante mecanismos acordes con sus 
par�cularidades culturales y organiza�vas. Desde esta perspec�va, la regiduría étnica representa una 
manifestación concreta del pluralismo cons�tucional, al admi�r que la representación polí�ca puede adoptar 
modalidades diferenciadas sin apartarse de los principios democrá�cos que rigen la función pública.

La relevancia de esta figura se encuentra estrechamente vinculada con el derecho de los pueblos indígenas a 
intervenir en los asuntos públicos que inciden directamente en su desarrollo y en la preservación de su 
iden�dad colec�va. A través de ella, las comunidades cuentan con una vía ins�tucional para par�cipar en la 
deliberación y definición de polí�cas relacionadas con el territorio, los servicios públicos, el desarrollo 
comunitario, la educación, la cultura y la protección de su patrimonio material e inmaterial. En consecuencia, la 
representación polí�ca indígena no puede medirse únicamente en términos cuan�ta�vos o por el número de 
espacios ocupados dentro de los órganos de gobierno, sino por su capacidad efec�va para influir en las 
decisiones públicas y garan�zar que las necesidades y aspiraciones de los pueblos originarios sean 
consideradas dentro de la agenda gubernamental.

De igual forma, la regiduría étnica desempeña una función de interlocución ins�tucional de especial relevancia 
para la gobernabilidad democrá�ca. La legi�midad de quien ocupa dicha representación deriva, en principio, 
de los procedimientos de designación reconocidos por las propias comunidades indígenas, circunstancia que 
fortalece su capacidad para transmi�r ante las autoridades municipales las demandas, preocupaciones y 
prioridades colec�vas de los pueblos a los que representa. Esta condición favorece la construcción de canales 
de comunicación más eficaces entre las comunidades y el gobierno local, permi�endo que las decisiones 
adoptadas por los ayuntamientos puedan ser conocidas, discu�das y valoradas desde una perspec�va 
culturalmente per�nente.

Asimismo, la presencia de representantes indígenas dentro de los cabildos contribuye a fortalecer la 
legi�midad democrá�ca de las ins�tuciones municipales. La incorporación de voces provenientes de dis�ntos 
contextos culturales enriquece los procesos delibera�vos y favorece la adopción de decisiones más sensibles a 
la diversidad social que caracteriza a la en�dad. En este sen�do, la regiduría étnica no solo beneficia a las 
comunidades indígenas, sino que fortalece la calidad democrá�ca del municipio al ampliar la pluralidad de 
actores que par�cipan en la construcción de lo público.
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Por otra parte, esta figura ha adquirido una relevancia creciente dentro del sistema polí�co municipal, como lo 
demuestra la constante discusión jurídica y polí�ca en torno a los procedimientos para la designación y 
reconocimiento de quienes ejercen dicha representación. Lejos de evidenciar una debilidad ins�tucional, estos 
debates reflejan la importancia que la regiduría étnica ha alcanzado como espacio de par�cipación polí�ca y 
como instrumento para la defensa de los derechos colec�vos de los pueblos indígenas. En consecuencia, su 
consolidación cons�tuye un elemento indispensable para avanzar hacia una democracia intercultural que 
reconozca la diversidad como un valor cons�tucional y garan�ce la inclusión efec�va de los pueblos originarios 
en los procesos de toma de decisiones públicas.

En defini�va, la regiduría étnica representa mucho más que una posición dentro de la estructura municipal. Se 
trata de una ins�tución que contribuye a reducir las brechas históricas de exclusión polí�ca, fortalece la 
relación entre el Estado y los pueblos indígenas y reafirma el compromiso del orden cons�tucional mexicano 
con los principios de libre determinación, par�cipación polí�ca y pluralismo democrá�co. Su existencia 
demuestra que la inclusión de la diversidad cultural en los espacios de gobierno no cons�tuye una concesión 
polí�ca, sino una exigencia inherente a la construcción de una democracia verdaderamente representa�va e 
incluyente.

Cómo garan�za Sonora la par�cipación pluricultural de sus habitantes

La par�cipación pluricultural cons�tuye una exigencia inherente al modelo cons�tucional mexicano 
contemporáneo, el cual reconoce que la diversidad cultural forma parte de la iden�dad misma de la Nación y 
que, en consecuencia, debe reflejarse en las estructuras e ins�tuciones del poder público. En el caso de Sonora, 
este mandato adquiere par�cular relevancia debido a la presencia histórica de diversos pueblos indígenas que 
han contribuido a la conformación social, cultural y polí�ca de la en�dad. Por ello, el reconocimiento de la 
par�cipación indígena no puede entenderse como una polí�ca de inclusión discrecional, sino como el 
cumplimiento de una obligación jurídica derivada de los principios cons�tucionales de libre determinación, 
igualdad, pluralismo y democracia par�cipa�va.

La principal garan�a de esta par�cipación se encuentra en el reconocimiento cons�tucional de la composición 
pluricultural del Estado y de los derechos colec�vos de los pueblos indígenas. Tanto la Cons�tución Polí�ca de 
los Estados Unidos Mexicanos como la Cons�tución Polí�ca del Estado Libre y Soberano de Sonora establecen 
la obligación de las autoridades de respetar las formas propias de organización social, económica, polí�ca y 
cultural de las comunidades indígenas, así como de generar condiciones que permitan su intervención efec�va 
en los asuntos públicos. De esta manera, el reconocimiento de la diversidad cultural trasciende el ámbito 
declara�vo para conver�rse en un mandato jurídico que vincula a todas las ins�tuciones estatales y 
municipales.
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Dentro de este marco de protección, la posibilidad de que los pueblos indígenas designen representantes ante 
los ayuntamientos cons�tuye una de las manifestaciones más significa�vas de la par�cipación pluricultural. La 
incorporación de regidores étnicos al gobierno municipal permite ar�cular el reconocimiento de la iden�dad 
cultural con el ejercicio efec�vo de derechos polí�co-electorales, generando espacios ins�tucionales en los que 
las comunidades pueden par�cipar directamente en la deliberación y adopción de decisiones públicas. Así, la 
representación indígena deja de ser una aspiración abstracta para materializarse en mecanismos concretos de 
intervención dentro de los órganos de gobierno local.

La garan�a de esta par�cipación no descansa únicamente en el texto cons�tucional. Sonora ha desarrollado un 
entramado norma�vo de carácter electoral des�nado a hacer opera�vos los derechos reconocidos a los 
pueblos indígenas. En este sen�do, la legislación electoral estatal establece procedimientos específicos para la 
designación y acreditación de las regidurías étnicas, reconociendo que dichos nombramientos deben realizarse 
conforme a los sistemas norma�vos internos y formas tradicionales de organización de cada pueblo o 
comunidad. Este modelo representa un ejercicio de armonización entre dos ámbitos norma�vos dis�ntos pero 
complementarios: por un lado, el respeto a la autonomía y a la libre determinación de los pueblos indígenas; 
por otro, la necesidad de dotar de certeza jurídica y validez ins�tucional a los procesos de representación 
dentro del sistema democrá�co estatal.

La intervención de las autoridades electorales desempeña un papel fundamental en este proceso. Su función 
no consiste en sus�tuir la voluntad de las comunidades ni en intervenir en sus mecanismos internos de 
decisión, sino en verificar que los procedimientos de designación se desarrollen conforme al marco jurídico 
aplicable y garan�zar que las personas designadas puedan ejercer plenamente las funciones inherentes a su 
representación. De esta manera, las ins�tuciones electorales actúan como garantes del equilibrio entre el 
respeto a la autonomía indígena y los principios de legalidad, certeza y seguridad jurídica que rigen la función 
pública.

Asimismo, la evolución reciente del marco norma�vo ha incorporado de manera progresiva la perspec�va de 
igualdad sustan�va entre mujeres y hombres. La aplicación del principio de paridad de género en los 
procedimientos relacionados con las regidurías étnicas refleja la convergencia de dos dimensiones 
fundamentales del cons�tucionalismo contemporáneo: el reconocimiento de la diversidad cultural y la 
protección del derecho de las mujeres a par�cipar en condiciones de igualdad en los espacios de 
representación polí�ca. Esta ar�culación fortalece la legi�midad democrá�ca de la ins�tución y amplía los 
alcances de la par�cipación pluricultural dentro de los municipios sonorenses.

La eficacia de este modelo puede apreciarse en la presencia de regidurías étnicas en diversos municipios de la 
en�dad donde históricamente se encuentran asentados pueblos originarios. La par�cipación de 
representantes de comunidades mayos, yaquis, comca'ac, tohono o'odham, guarijíos, pimas, cucapás y 
kikapúes evidencia que el reconocimiento ins�tucional de la diversidad cultural no se limita a una región 
específica, sino que busca proyectarse sobre la pluralidad territorial y cultural que caracteriza al Estado de 
Sonora. Esta distribución territorial de la representación indígena cons�tuye una manifestación concreta del 
compromiso estatal con la inclusión polí�ca y con la construcción de espacios de gobierno más representa�vos 
de la realidad social de la en�dad.
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En defini�va, la par�cipación pluricultural solo puede considerarse efec�vamente garan�zada cuando el 
reconocimiento cons�tucional de la diversidad cultural se traduce en mecanismos ins�tucionales capaces de 
generar incidencia real en la toma de decisiones públicas. Desde esta perspec�va, la regiduría étnica 
representa una de las expresiones más significa�vas del pluralismo democrá�co en Sonora, al permi�r que los 
pueblos indígenas ejerzan sus derechos polí�cos sin renunciar a sus formas propias de organización y 
representación. Su consolidación demuestra que la democracia contemporánea no exige la homogeneización 
de las iden�dades culturales, sino la creación de ins�tuciones capaces de integrar la diversidad como un 
elemento esencial de la vida pública y del fortalecimiento del Estado cons�tucional de derecho.

Alcances sociales, culturales y democrá�cos de la regiduría étnica

La regiduría étnica trasciende la dimensión estrictamente electoral para proyectar sus efectos en los ámbitos 
democrá�co, social y cultural, cons�tuyéndose como una de las expresiones más relevantes del pluralismo 
cons�tucional en el ámbito municipal. Su importancia radica no solo en la incorporación formal de 
representantes indígenas a los ayuntamientos, sino en su capacidad para fortalecer la legi�midad de las 
ins�tuciones públicas mediante la inclusión de sectores históricamente excluidos de los procesos de 
deliberación y toma de decisiones.

Desde una perspec�va democrá�ca, esta figura contribuye a que los municipios reflejen de manera más fiel la 
composición social y cultural de las comunidades que gobiernan. La par�cipación de representantes indígenas 
dentro de los cabildos permite incorporar al debate público problemá�cas, necesidades y perspec�vas que, en 
numerosas ocasiones, permanecieron ausentes de la agenda ins�tucional. Temas relacionados con la 
protección del territorio, el acceso a recursos naturales, la preservación de la iden�dad cultural, la educación 
intercultural, el desarrollo comunitario y la protección del patrimonio histórico adquieren una mayor visibilidad 
cuando quienes integran los pueblos originarios cuentan con espacios efec�vos de representación dentro de 
los órganos municipales.

En este sen�do, la regiduría étnica fortalece la calidad de la democracia local al ampliar los sujetos que 
par�cipan en la construcción de las decisiones públicas y enriquecer los procesos delibera�vos con 
perspec�vas derivadas de dis�ntas experiencias culturales. La democracia deja entonces de concebirse 
exclusivamente como un mecanismo de representación mayoritaria para asumir una dimensión más 
incluyente, en la que la diversidad cultural cons�tuye un elemento esencial para la legi�midad de las 
ins�tuciones. Bajo esta lógica, la par�cipación de los pueblos indígenas en los cabildos no representa 
únicamente una medida de inclusión polí�ca, sino una condición necesaria para la consolidación de una 
democracia plural y sustan�va.

Asimismo, la presencia de representantes indígenas dentro de los gobiernos municipales genera importantes 
efectos en el ámbito social. La posibilidad de intervenir directamente en los asuntos públicos fortalece los 
vínculos entre las comunidades y las ins�tuciones del Estado, favoreciendo relaciones más horizontales y 
mecanismos de diálogo más efec�vos. Esta interacción contribuye a reducir las barreras históricas que durante 
décadas limitaron la par�cipación de los pueblos originarios en la vida pública y promueve formas de 
gobernanza más sensibles a la diversidad social y cultural existente en la en�dad.
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Por otra parte, los alcances de la regiduría étnica adquieren una especial relevancia en el plano cultural. Su 
existencia representa un reconocimiento ins�tucional de que los pueblos indígenas forman parte esencial de la 
iden�dad histórica, social y cultural de Sonora. Lejos de concebirlos como grupos periféricos o ajenos a la 
construcción del espacio público, esta figura los reconoce como actores legí�mos dentro de la vida polí�ca 
municipal y como �tulares de derechos colec�vos que merecen protección y garan�a por parte del Estado.

La posibilidad de que las comunidades designen a sus representantes conforme a sus propios sistemas 
norma�vos cons�tuye, además, una manifestación concreta del respeto a la libre determinación y a la 
autonomía reconocidas por el orden cons�tucional. Este reconocimiento fortalece la con�nuidad de las 
ins�tuciones tradicionales indígenas y contribuye a preservar prác�cas organiza�vas que forman parte de su 
patrimonio cultural e histórico. De esta manera, la representación polí�ca se convierte también en un 
mecanismo de preservación cultural, al permi�r que las formas propias de organización comunitaria 
mantengan vigencia dentro de las estructuras ins�tucionales contemporáneas.

Igualmente, la regiduría étnica posee una dimensión simbólica de extraordinaria importancia. El 
reconocimiento polí�co de los pueblos indígenas transmite un mensaje ins�tucional de inclusión y 
dignificación que contribuye a contrarrestar procesos históricos de invisibilización, discriminación y 
subordinación cultural. La incorporación de representantes indígenas a los espacios de gobierno reafirma la 
idea de que la diversidad cultural no cons�tuye un obstáculo para la democracia, sino una de sus principales 
fortalezas. En consecuencia, esta figura favorece la construcción de una ciudadanía intercultural, sustentada en 
el respeto a las diferencias y en la coexistencia de múl�ples iden�dades dentro de un mismo marco 
cons�tucional.

En defini�va, los alcances de la regiduría étnica deben valorarse más allá de la mera ocupación de un espacio 
dentro del cabildo municipal. Su verdadera relevancia reside en su capacidad para fortalecer la legi�midad 
democrá�ca, promover la inclusión social, preservar la diversidad cultural y consolidar una relación más 
equilibrada entre el Estado y los pueblos indígenas. Desde esta perspec�va, la ins�tución representa un 
instrumento fundamental para avanzar hacia un modelo de democracia intercultural en el que la par�cipación 
polí�ca de los pueblos originarios cons�tuya una realidad efec�va y no únicamente un reconocimiento formal 
previsto por el orden jurídico.

Conclusión

La regiduría étnica es una de las expresiones más relevantes del reconocimiento jurídico y polí�co de los 
pueblos indígenas en el ámbito municipal sonorense. Su incorporación al sistema de representación local 
busca armonizar los principios democrá�cos del Estado cons�tucional con el derecho de los pueblos originarios 
a la libre determinación, la autonomía y la par�cipación efec�va en los asuntos públicos. Así, esta figura no se 
limita a crear un espacio de representación, sino que materializa los principios cons�tucionales de pluralismo, 
inclusión y diversidad cultural.
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Su importancia no radica solo en la presencia formal de representantes indígenas en los ayuntamientos, sino en 
su capacidad para incorporar a la deliberación pública perspec�vas históricamente excluidas. Mediante esta 
figura, los pueblos indígenas pueden par�cipar en la definición de polí�cas públicas, expresar sus necesidades 
colec�vas y contribuir a soluciones acordes con sus realidades sociales, culturales y territoriales. Por ello, la 
representación polí�ca diferenciada fortalece la legi�midad democrá�ca y promueve una par�cipación 
municipal más incluyente.

La experiencia sonorense demuestra que el reconocimiento cons�tucional de la diversidad cultural solo es 
eficaz cuando se traduce en ins�tuciones con incidencia polí�ca real. En ese sen�do, la regiduría étnica muestra 
que el pluralismo cons�tucional no es solo una categoría teórica, sino un principio prác�co que exige medidas 
concretas para integrar efec�vamente a los pueblos indígenas en las estructuras del poder público.

Sin embargo, los avances no significan que el proceso esté concluido. Persisten retos relacionados con la 
eficacia de la representación, la autonomía comunitaria y la eliminación de obstáculos que aún limitan el 
ejercicio pleno de los derechos polí�cos indígenas. Por ello, la regiduría étnica debe entenderse como un punto 
de par�da dentro de un proceso más amplio de igualdad y jus�cia.

En defini�va, la regiduría étnica es una manifestación concreta de la libre determinación, la par�cipación 
polí�ca y el pluralismo cons�tucional en Sonora. No obstante, su sola existencia no garan�za una par�cipación 
plenamente efec�va. Para cumplir su finalidad, es necesario consolidar procedimientos de designación 
culturalmente per�nentes, fortalecer la certeza jurídica y asegurar condiciones que permitan una incidencia 
real en las decisiones del cabildo. Solo así dejará de ser una inclusión simbólica para conver�rse en una 
representación autén�ca, eficaz y democrá�ca.
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               Dra. Arlen Siu Jaime Merlos

 I. Introducción 

La evolución del sistema electoral mexicano ha sido presentada, tanto por el discurso ins�tucional como por 
una parte significa�va de la literatura jurídico-polí�ca contemporánea, como una de las historias más exitosas 
de democra�zación ins�tucional en América La�na. El tránsito desde la an�gua Comisión Federal Electoral, 
subordinada al Poder Ejecu�vo, hacia el actual Ins�tuto Nacional Electoral, cons�tucionalmente autónomo y 
dotado de complejos mecanismos técnicos de operación, suele describirse como un proceso lineal de 
perfeccionamiento democrá�co orientado a garan�zar imparcialidad, certeza, legalidad y obje�vidad en la 
organización de las elecciones. 

Esta interpretación se sustenta en una secuencia histórica aparentemente inequívoca: la reforma electoral de 
1990 que creó el entonces Ins�tuto Federal Electoral; la ciudadanización parcial de 1994; la autonomía plena 
de 1996; y finalmente la reforma polí�co-electoral de 2014, que dio lugar al INE y consolidó un modelo nacional 
de gobernanza electoral. 

Desde esta narra�va, la democra�zación electoral mexicana consis�ría en la progresiva emancipación del 
arbitraje electoral respecto del control gubernamental. Sin embargo, esta interpretación dominante presenta 
una limitación analí�ca fundamental. Confunde autonomía ins�tucional con democra�zación sustan�va. La 
disminución de la intervención directa del Ejecu�vo en la organización electoral no implica necesariamente una 
ampliación efec�va del control ciudadano sobre los mecanismos ins�tucionales mediante los cuales se expresa 
la soberanía popular. Es perfectamente posible —y éste cons�tuye el eje central de la presente inves�gación— 
que un sistema electoral transite desde formas explícitas de subordinación gubernamental hacia formas 
sofis�cadas de autonomía técnica sin que ello suponga una transferencia real de poder hacia la ciudadanía.

En otras palabras: la salida del gobierno del arbitraje electoral no garan�za, por sí misma, la entrada del pueblo 
soberano a su conducción efec�va. La historia ins�tucional mexicana puede ser leída, alterna�vamente, como 
el tránsito desde una forma de administración estatal centralizada de las elecciones hacia una forma de 
administración tecnocrá�ca especializada. Bajo esta lectura crí�ca, la evolución del sistema electoral no habría 
consis�do en una democra�zación plena, sino en una sus�tución histórica: del control polí�co visible hacia la 
mediación experta ins�tucionalizada.

Licenciada en Derecho por la Universidad Autónoma del Estado de México; Maestra en Derecho por la Universidad Nacional Autónoma de México y Doctora en Derecho por la Universidad 
Autónoma del Estado de México. Actualmente preside el Tribunal Electoral del Estado de México (TEEM) y el Observatorio de Par�cipación Polí�ca de las Mujeres en el Estado de México.  
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Esta transformación plantea un problema teórico y polí�co de primera magnitud. Si el ar�culo 39 de la 
Cons�tución Polí�ca de los Estados Unidos Mexicanos establece que la soberanía nacional reside esencial y 
originariamente en el pueblo, entonces surge una pregunta inevitable: ¿por qué la organización ins�tucional 
del acto soberano fundamental —la elección— permanece reservada a élites técnicas designadas mediante 
acuerdos cupulares, sin integración sustan�va de la ciudadanía? 

Esta pregunta adquiere par�cular relevancia al observar una paradoja estructural del modelo mexicano. Por 
una parte, el sistema deposita en ciudadanos sorteados responsabilidades altamente delicadas: 

Ÿ  instalación de casillas; 
Ÿ  recepción del sufragio; 
Ÿ  escru�nio y cómputo inicial; 
Ÿ  elaboración de actas; 
Ÿ  custodia material del voto.

Por otra parte, ese mismo sistema excluye a la ciudadanía de la conducción superior del órgano responsable de 
organizar y normar esos procesos. El ciudadano puede contar votos, pero no conducir ins�tucionalmente el 
sistema que hace posible su conteo. Esta contradicción no es menor, revela una tensión profunda entre dos 
concepciones dis�ntas de la democracia. La primera, de orientación procedimental-tecnocrá�ca, en�ende la 
democracia como un conjunto de reglas administradas por especialistas autónomos cuya legi�midad descansa 
en su capacidad técnica y neutralidad ins�tucional; la segunda, de orientación republicano-democrá�ca, 
sos�ene que la democracia exige formas efec�vas de autogobierno ciudadano, incluyendo la par�cipación 
sustan�va en la conducción de las ins�tuciones que estructuran la expresión de la voluntad popular.

México ha resuelto históricamente esta tensión privilegiando la primera. El arbitraje electoral ha sido 
progresivamente tecnificado, sus órganos rectores han sido integrados crecientemente por abogados, 
académicos, administra�vistas, especialistas electorales y operadores ins�tucionales de alta complejidad 
burocrá�ca. La legi�midad de estos perfiles descansa en su exper�cia, no en su representación ciudadana, no 
en su ar�culación con procesos delibera�vos amplios y no en su inserción orgánica dentro del debate social 
nacional.

Esta transformación no debe analizarse aisladamente, forma parte de una tendencia más amplia de 
reconfiguración ins�tucional caracterís�ca de las democracias contemporáneas, donde múl�ples funciones 
polí�camente sensibles han sido desplazadas hacia órganos autónomos dirigidos por expertos. Bancos 
centrales, agencias regulatorias, tribunales cons�tucionales y autoridades administra�vas independientes 
cons�tuyen expresiones de una misma racionalidad. La polí�ca se presenta como riesgosa y la técnica aparece 
como garan�a de neutralidad. Así, la deliberación democrá�ca cede espacio ante la administración 
especializada.    
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El caso electoral mexicano representa una expresión par�cularmente significa�va de esta racionalidad, pues 
afecta directamente el mecanismo mediante el cual se ar�cula ins�tucionalmente la soberanía popular. No se 
trata de una función administra�va cualquiera, sino de la administración del procedimiento que hace posible la 
existencia misma del orden representa�vo. Por ello, interrogar crí�camente su diseño ins�tucional resulta 
indispensable. El propósito central de este ar�culo es analizar históricamente la evolución del arbitraje 
electoral mexicano desde una perspec�va crí�ca orientada por la siguiente hipótesis: 

La transformación ins�tucional del sistema electoral mexicano no ha significado una transferencia 
sustan�va del control electoral hacia la ciudadanía soberana, sino un proceso de tecnocra�zación progresiva 
que sus�tuyó el control gubernamental directo por una élite técnico-electoral autónoma frente al poder 
polí�co inmediato, pero estructuralmente desvinculada de mecanismos efec�vos de conducción ciudadana. 

Para examinar esta hipótesis, la inves�gación se organiza en torno a cuatro preguntas específicas:

1. ¿Cómo evolucionaron los mecanismos de designación de las autoridades electorales mexicanas entre la     
Comisión Federal Electoral y el INE? 

2. ¿Qué perfiles profesionales y sociopolí�cos han predominado en la integración de dichos órganos? 
3. ¿En qué medida las reformas electorales ampliaron realmente la par�cipación ciudadana sustan�va? 
4. ¿Qué implicaciones democrá�cas �ene la exclusión ciudadana de la conducción ins�tucional del 

arbitraje electoral?

Metodológicamente, el trabajo adopta un enfoque histórico-ins�tucional comparado. Se analizan las 
principales reformas electorales mexicanas, los mecanismos norma�vos de designación, los perfiles 
predominantes de sus integrantes y su evolución dentro de marcos conceptuales provenientes de la teoría 
democrá�ca, el republicanismo y la crí�ca contemporánea de la tecnocracia.
 
La relevancia de este análisis excede el caso mexicano. La tensión entre autonomía técnica y soberanía 
democrá�ca cons�tuye uno de los dilemas centrales de las democracias del siglo XXI. En contextos 
crecientemente complejos, la apelación a la exper�cia aparece como solución ins�tucional natural. Sin 
embargo, cuando dicha solución se expande hacia ámbitos esenciales del autogobierno popular, surge el riesgo 
de producir democracias formalmente compe��vas pero sustan�vamente delega�vas. En ese sen�do, el 
sistema electoral mexicano cons�tuye un laboratorio privilegiado para reflexionar sobre una pregunta más 
amplia:

¿Es posible proteger la imparcialidad ins�tucional sin sacrificar la integración efec�va de la ciudadanía en la 
conducción de sus propias reglas democrá�cas? 

Responder esta pregunta exige revisar crí�camente los supuestos que han orientado la construcción del 
arbitraje electoral durante las úl�mas décadas. Ese es precisamente el propósito de las páginas que siguen. 
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II. Marco teórico 

2.1 Soberanía popular y autogobierno democrá�co 

Toda reflexión rigurosa sobre la arquitectura ins�tucional electoral debe par�r de una pregunta fundamental: 
¿qué significa, en términos prác�cos, que la soberanía reside en el pueblo?
 
La teoría democrá�ca moderna ha ofrecido respuestas diversas. Dentro de la tradición republicana clásica, la 
soberanía popular no cons�tuye únicamente un principio abstracto de legi�midad originaria; implica 
capacidad efec�va de autogobierno. Para Jean-Jacques Rousseau (1762/2007), la soberanía no puede ser 
enajenada ni representada plenamente sin riesgo de corrupción polí�ca. Su núcleo consiste en la voluntad 
general expresada directamente por los ciudadanos. Aunque las democracias contemporáneas operan 
necesariamente mediante representación, la advertencia rousseauniana conserva vigencia: cuanto más se 
separa el pueblo de las ins�tuciones que organizan su voluntad colec�va, mayor es el riesgo de sus�tución 
oligárquica.
 
Este problema fue retomado por Hannah Arendt (1963), quien sostuvo que la esencia de la polí�ca 
democrá�ca reside en la par�cipación ac�va en el espacio público. La ciudadanía no puede reducirse al acto 
episódico de votar; implica intervención con�nua en la construcción ins�tucional de lo común. Aplicado al caso 
electoral, ello supone que la legi�midad democrá�ca no se agota en garan�zar sufragio libre y competencia 
equita�va. Exige también examinar quién organiza, dirige y controla ins�tucionalmente dichos procesos.

2.2 Democracia procedimental y racionalidad técnica 

Frente a esta tradición par�cipa�va, la teoría democrá�ca procedimental —par�cularmente en su ver�ente 
schumpeteriana— redefinió la democracia como método compe��vo para seleccionar gobernantes. Bajo esta 
lógica, desarrollada por Joseph Schumpeter (1942), la ciudadanía no gobierna directamente, elige élites 
compe�doras. La complejidad ins�tucional exige especialización y la administración electoral se concibe como 
una función técnica, no como un espacio de autogobierno ciudadano.

Esta concepción ha ejercido profunda influencia en el diseño contemporáneo de autoridades electorales 
autónomas. Su premisa central es clara: la imparcialidad depende de sustraer funciones crí�cas del conflicto 
polí�co ordinario. En consecuencia, se privilegia integración experta, profesionalización y blindaje ins�tucional 
frente a presiones mayoritarias.

2.3 La crí�ca a la tecnocracia 

La expansión de órganos autónomos especializados ha generado crí�cas importantes. Michel Foucault (2008) 
analizó cómo la gubernamentalidad moderna desplaza decisiones polí�cas hacia regímenes de saber técnico. 
La autoridad ya no se legi�ma sólo por representación, lo hace por conocimiento experto. La polí�ca se 
reconfigura como administración racional.    
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De forma complementaria, Pierre Bourdieu (1998) mostró que la exper�cia cons�tuye una forma de capital 
simbólico. Los expertos no están libres de intereses ni visiones norma�vas; su autoridad descansa en 
mecanismos sociales de reconocimiento. La técnica no elimina relaciones de poder, las recubre con lenguaje 
neutralizador. En el ámbito electoral, esto significa que la pretendida neutralidad técnica de los consejeros no 
implica ausencia de orientación polí�ca, involucra una forma dis�nta de poli�zación menos visible, más 
codificada, jurídicamente sofis�cada.
 
2.4 La contrademocracia y la legi�midad indirecta 

Pierre Rosanvallon (2008) introdujo el concepto de contrademocracia para describir ins�tuciones cuya 
legi�midad deriva no de la representación directa, sino de funciones de vigilancia, control y neutralización del 
poder. Los órganos electorales autónomos encajan claramente en esta categoría, su autoridad descansa en 
impedir la captura polí�ca y no en encarnar representación popular. Esta legi�midad indirecta puede ser 
funcional, pero presenta límites cuando sus�tuye completamente mecanismos de integración ciudadana. La 
vigilancia técnica no equivale al autogobierno democrá�co.

2.5 El problema de la ciudadanía excluida

La literatura contemporánea sobre democracia par�cipa�va, par�cularmente en autores como Jürgen 
Habermas, subraya que la legi�midad democrá�ca exige ar�culación entre legalidad ins�tucional y 
par�cipación delibera�va. Cuando ins�tuciones decisivas operan exclusivamente bajo racionalidad experta, 
emerge el déficit democrá�co. Éste es precisamente el núcleo del problema que este ar�culo iden�fica en el 
sistema electoral mexicano: la construcción de imparcialidad ha descansado históricamente en la exclusión 
progresiva de la ciudadanía como sujeto conductor. La paradoja es evidente: mientras la soberanía se invoca 
como fundamento cons�tucional, su ejercicio organiza�vo permanece media�zado por élites técnicas.

III. Genealogía histórica del arbitraje electoral mexicano

La evolución del arbitraje electoral mexicano no puede comprenderse como una simple sucesión de reformas 
técnicas orientadas al perfeccionamiento procedimental. Se trata, más bien, de una historia de reconfiguración 
del poder polí�co en torno al control ins�tucional del sufragio. Cada transformación del sistema electoral ha 
respondido a una crisis específica de legi�midad; cada reforma ha modificado la relación entre gobierno, 
par�dos, ciudadanía y autoridad electoral, y cada una ha expresado una forma dis�nta de resolver una 
pregunta central para toda democracia:

¿quién debe organizar el acto mediante el cual el pueblo expresa su voluntad soberana?

El análisis histórico muestra que México ha transitado por cuatro grandes momentos ins�tucionales:
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1. El modelo estatal-centralizado de la Comisión Federal Electoral; 
2. La autonomía tutelada del IFE de 1990; 
3. La ciudadanización tecnocrá�ca del IFE entre 1994 y 1996; 
4. La centralización experta del INE contemporáneo. 

Lo relevante de esta trayectoria no es únicamente la progresiva autonomía respecto del Ejecu�vo, sino la 
persistencia de un rasgo estructural, la exclusión ciudadana de la conducción superior del arbitraje electoral.

3.1 La Comisión Federal Electoral: soberanía administrada por el Estado (1946–1990)
 
La creación de la Comisión Federal Electoral en 1946 debe entenderse dentro del proceso de 
ins�tucionalización polí�ca posterior a la Revolución Mexicana. El Estado posrevolucionario, ar�culado 
alrededor del entonces Par�do Revolucionario Ins�tucional, desarrolló un modelo polí�co orientado a integrar 
conflic�vidad social mediante mecanismos corpora�vos y centralización ins�tucional. En ese contexto, la 
administración electoral fue concebida como función estatal subordinada a la estabilidad polí�ca del régimen.

La Comisión Federal Electoral estaba presidida por el �tular de la Secretaría de Gobernación; su integración 
respondía a una lógica gubernamental directa. Aunque formalmente par�cipaban par�dos polí�cos, el control 
real permanecía en manos del Ejecu�vo federal. No exis�a autonomía orgánica, profesionalización 
independiente y ciudadanía ins�tucionalmente integrada. El modelo respondía a una concepción específica de 
soberanía: el pueblo era fuente abstracta de legi�midad y el Estado su administrador prác�co. La ciudadanía 
par�cipaba como electorado, no como sujeto conductor. 

Este diseño no era una anomalía exclusivamente mexicana. Formaba parte de una concepción dominante en 
regímenes de par�do hegemónico del siglo XX, donde la organización electoral se entendía como función 
inherente al aparato estatal. La legi�midad no derivaba de imparcialidad procedimental sino de la estabilidad 
polí�ca, la integración corpora�va y la capacidad de gobernabilidad. 

Sin embargo, este modelo comenzó a mostrar signos crecientes de agotamiento a par�r de las reformas 
polí�cas de la década de 1970 y, especialmente, tras el fortalecimiento de la oposición electoral en los años 
ochenta. La elección presidencial de 1988 marcó el punto de ruptura. Las denuncias de irregularidades, la 
llamada "caída del sistema" y la profunda crisis de legi�midad del resultado electoral hicieron evidente la 
inviabilidad del modelo. La Comisión Federal Electoral había perdido capacidad de arbitraje creíble. La 
subordinación gubernamental resultaba incompa�ble con una competencia polí�ca crecientemente plural, se 
abrió entonces una etapa de rediseño ins�tucional.

3.2 El IFE de 1990: autonomía tutelada y tecnificación jurídica 

La reforma electoral de 1990 creó formalmente el Ins�tuto Federal Electoral. Su surgimiento respondió a una 
necesidad urgente: restablecer confianza en los procesos electorales sin desmontar abruptamente el control 
ins�tucional del régimen. El diseño resultante fue una solución intermedia, ni con�nuidad pura del modelo 
anterior, ni autonomía plena.  
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La presidencia del Consejo General siguió recayendo en el Secretario de Gobernación, lo que garan�zaba 
presencia directa del Poder Ejecu�vo Federal. Sin embargo, se introdujo una innovación significa�va: los 
consejeros magistrados. Su integración obedecía a un procedimiento específico: eran propuestos por el 
Presidente de la República y ra�ficados por mayoría calificada en la Cámara de Diputados. 

Este mecanismo incorporaba validación legisla�va. Pero en el contexto polí�co de la época —dominado por la 
mayoría priista— dicha validación operaba más como formalidad ins�tucional que como contrapeso 
sustan�vo. Lo novedoso residía en el perfil de los consejeros magistrados que debían reunir credenciales 
jurídicas sólidas. Se buscaban especialistas técnicamente solventes; abogados reconocidos o funcionarios con 
trayectoria administra�va.

La lógica era clara: si la legi�midad polí�ca estaba erosionada, debía reconstruirse mediante legi�midad 
técnica. Este momento resulta crucial para comprender la trayectoria posterior. La reforma de 1990 introdujo 
una mutación conceptual decisiva: el arbitraje electoral dejó de jus�ficarse principalmente por la autoridad 
estatal y comenzó a jus�ficarse por exper�cia ins�tucional. El control no desapareció, se sofis�có. 

La ciudadanía permaneció excluida, pero ahora la exclusión se legi�maba mediante criterios técnicos. La 
racionalidad del sistema comenzaba a desplazarse: de la autoridad gubernamental visible hacia la mediación 
jurídico-administra�va especializada.

3.3 La reforma de 1994: la ciudadanización como legi�mación simbólica
 
La reforma electoral de 1994 suele presentarse como punto de inflexión democra�zador. En efecto, introdujo 
cambios relevantes; desaparecieron los consejeros magistrados, surgió la figura de consejeros ciudadanos y se 
amplió el peso de perfiles no gubernamentales. 

La denominación misma parecía anunciar una transformación profunda; sin embargo, una lectura crí�ca revela 
límites sustan�vos. El procedimiento de integración seguía dependiendo de acuerdos cupulares, no exis�a 
par�cipación ciudadana directa, no había mecanismos abiertos de deliberación social y no mediaban procesos 
públicos robustos. Los llamados consejeros ciudadanos eran producto de negociación polí�ca entre élites 
par�distas. La ciudadanía no los elegía, no los deliberaba y no los mandataba. 

Lo que cambió fue el �po de legi�midad invocada. Mientras los consejeros magistrados de 1990 descansaban 
en credenciales jurídico-técnicas, los consejeros ciudadanos de 1994 añadían capital simbólico de 
respetabilidad pública: académicos, intelectuales y abogados pres�giosos. Figuras socialmente reconocidas, 
cuya legi�midad provenía de encarnar una imagen de neutralidad cívica, no de representación ciudadana 
sustan�va.   
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Aquí aparece una operación polí�ca par�cularmente significa�va. La palabra “ciudadanización” permi�ó 
construir narra�va democra�zadora sin alterar radicalmente la estructura de exclusión. La ciudadanía ingresó 
como símbolo, no como sujeto colec�vo efec�vo. Este fenómeno responde a una lógica más amplia de 
legi�mación ins�tucional contemporánea: la incorporación de figuras socialmente respetables para producir 
confianza pública sin modificar decisivamente mecanismos de decisión. En términos analí�cos, la reforma de 
1994 produjo una ciudadanía ins�tucionalmente escenificada, aparecía representada, pero no gobernaba.

3.4 La autonomía de 1996: consolidación de la élite técnico-electoral 

La reforma de 1996 cons�tuye probablemente la transformación más significa�va del sistema electoral 
mexicano. Su principal innovación fue excluir defini�vamente al Ejecu�vo del Consejo General, el Secretario de 
Gobernación dejó de presidir el órgano y la designación de consejeros quedó plenamente en manos de la 
Cámara de Diputados mediante mayoría calificada. 

Esta modificación fortaleció sustancialmente la autonomía ins�tucional y consolidó una nueva configuración 
del poder electoral. La legi�midad del árbitro descansó, desde entonces, en tres pilares: 

1. autonomía frente al Ejecu�vo; 
2. consenso mul�par�dista; 
3. alta especialización técnica. 

Este tercer elemento resulta decisivo. 
A par�r de 1996 se consolida una verdadera élite técnico-electoral. 
Los perfiles predominantes combinan: 

Ÿ  trayectoria académica; 
Ÿ  especialización cons�tucional; 
Ÿ  experiencia administra�va; 
Ÿ  solvencia jurídica; 
Ÿ  capacidad de interlocución polí�ca.

Figuras como José Woldenberg encarnaban esta síntesis. Su legi�midad provenía de combinar autoridad 
intelectual, independencia pública y competencia ins�tucional. El consejero electoral dejó de ser simple jurista 
técnico y se convir�ó en árbitro profesional especializado. Una profesionalización que fortaleció imparcialidad, 
pero profundizó simultáneamente distancia respecto de ciudadanía ordinaria. La complejidad técnica 
comenzó a operar como barrera de acceso.

La autoridad electoral se autonomizó del poder polí�co inmediato, pero también se autonomizó del cuerpo 
ciudadano. La paradoja se hacía visible: cuanto más democrá�co parecía el diseño en términos de 
independencia, más cerrado resultaba en términos de integración popular.   

41



3.5 El tránsito al INE: centralización nacional y sofis�cación tecnocrá�ca

La reforma polí�co-electoral de 2014 transformó al IFE en INE.

El cambio respondió a nuevas preocupaciones: desigualdad ins�tucional entre en�dades federa�vas, captura 
local de órganos electorales y necesidad de homogeneización nacional. El nuevo diseño nacionalizó funciones y 
fortaleció facultades regulatorias. Otorgó al Consejo General capacidad para designar integrantes de los 
Organismos Públicos Locales Electorales e incrementó la complejidad administra�va.
El método actual de designación de consejeros incorpora:

Ÿ convocatoria pública;
Ÿ comité técnico de evaluación;
Ÿ quintetas;
Ÿ votación calificada en Cámara de Diputados;
Ÿ eventual insaculación por la Suprema Corte de Jus�cia de la Nación.

Este procedimiento representa el punto más sofis�cado de tecnificación ins�tucional en la historia electoral 
mexicana. Formalmente, busca:

Ÿ reducir discrecionalidad;
Ÿ blindar independencia; y
Ÿ garan�zar mérito técnico.

Pero también intensifica profesionalización especializada. Los perfiles requeridos hoy demandan:
 
Ÿ conocimiento electoral avanzado; 
Ÿ experiencia administra�va compleja; 
Ÿ manejo regulatorio sofis�cado; y 
Ÿ alta capacidad jurídica. 

El resultado es una figura ins�tucional altamente profesionalizada y di�cilmente accesible para ciudadanía no 
especializada. La soberanía popular se encuentra ahora mediada por una burocracia experta nacional.

IV. Métodos de designación y perfiles ins�tucionales: análisis comparado
 
La evolución del arbitraje electoral mexicano puede leerse a través de dos variables centrales: 

1. quién designa; 
2. quién puede ser designado. 

Ambas permiten observar cómo se reconfiguró la legi�midad ins�tucional.  
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4.1 Primera etapa: designación presidencial y jurista confiable
 
En el modelo de 1990, la propuesta presidencial concentraba capacidad decisoria; la Cámara de Diputados 
ra�ficaba. El perfil buscado era de abogado cuya legi�midad descansaba en competencia profesional 
compa�ble con confianza polí�ca. El consejero ideal era: un experto sin protagonismo polí�co autónomo. 

4.2 Segunda etapa: negociación cupular y ciudadano respetable 

En 1994 emerge una lógica dis�nta, la designación se negocia. El perfil cambia y ahora se privilegia 
respetabilidad pública. El consejero ideal es: académico pres�gioso, socialmente confiable y polí�camente 
aceptable. No representa a la ciudadanía organizada; representa a una hipoté�ca neutralidad simbólica.
 
4.3 Tercera etapa: consenso mul�par�dista y árbitro profesional 

Desde 1996, la mayoría calificada obliga a consensos amplios, ello favorece perfiles capaces de generar 
confianza transversal. El consejero ideal se redefine como: especialista electoral técnicamente sólido con 
credibilidad polí�ca plural. Aquí se consolida iden�dad profesional propia, surge el campo especializado del 
arbitraje electoral. 

4.4 Cuarta etapa: evaluación tecnocrá�ca y administrador nacional 

El modelo actual introduce un filtro técnico formalizado en la designación, el comité de evaluación 
profesionaliza preselección, los tecnócratas que filtran a los tecnócratas a escoger. 

Esto transforma radicalmente las expecta�vas de los perfiles. El consejero ideal contemporáneo es: un 
administrador-regulador de alta complejidad ins�tucional. Su legi�midad proviene de capacidad técnica 
cer�ficada y no de ninguna ar�culación ciudadana. El ideal neoliberal de darle el mando a los especialistas y 
eliminar a los polí�cos, se cumple a cabalidad.

4.5 La constante histórica: ciudadanía ausente 

Pese a transformaciones profundas, persiste con�nuidad estructural técnica. Ninguna etapa incorporó 
mecanismos efec�vos de integración ciudadana sustan�va. Nunca exis�eron: 

Ÿ  elecciones ciudadanas de consejeros; 
Ÿ  asambleas delibera�vas vinculantes; 
Ÿ  sorteos cívicos de integración superior; 
Ÿ  representación social organizada con poder decisorio real. 

La evolución modificó élites rectoras, no democra�zó la conducción electoral.  

43



4.6 Del polí�co al tecnócrata: mutación de legi�midad 

El cambio histórico puede sinte�zarse así: 

Comisión Federal Electoral: legi�midad estatal 

IFE 1990: legi�midad jurídica 

IFE 1994: legi�midad cívico-simbólica 

IFE 1996: legi�midad profesional-autónoma 

INE: legi�midad tecnocrá�ca nacional 

Cada etapa desplazó progresivamente a la polí�ca visible y ninguna res�tuyó la conducción ciudadana directa.
 
V. La paradoja de la ciudadanía excluida: soberanía opera�va sin conducción ins�tucional 

El sistema electoral mexicano presenta una de las contradicciones más significa�vas de la arquitectura 
democrá�ca contemporánea. Por una parte, cons�tuye uno de los modelos que más intensamente involucra a 
la ciudadanía en la operación material del proceso electoral. Por otra, excluye de manera sistemá�ca a esa 
misma ciudadanía de la conducción estratégica, delibera�va e ins�tucional del órgano encargado de organizar 
dicho proceso. 

Esta tensión revela una forma específica de relación entre Estado, técnica y soberanía popular: la ciudadanía es 
considerada suficientemente competente para ejecutar funciones delicadas, pero insuficientemente apta para 
gobernar las ins�tuciones que estructuran esas funciones. El análisis de esta contradicción resulta 
indispensable para comprender los límites democrá�cos del modelo electoral mexicano.

5.1 La ciudadanía como columna vertebral opera�va del sistema 

Uno de los mayores logros históricos del sistema electoral mexicano ha sido la construcción de una cultura de 
par�cipación ciudadana opera�va. Desde la reforma de 1990 y par�cularmente tras las transformaciones de 1994 y 
1996, la organización material de las elecciones descansa en una vasta movilización cívica. Millones de ciudadanos 
han par�cipado como: 

44



Ÿ funcionarios de mesa direc�va de casilla; 
Ÿ supervisores electorales; 
Ÿ capacitadores asistentes; 
Ÿ observadores; 
Ÿ representantes par�distas; 
Ÿ verificadores de procesos. 

Esta estructura cons�tuye un rasgo dis�n�vo internacional. Pocos sistemas electorales en el mundo descansan con 
tanta intensidad en ciudadanía sorteada y temporalmente capacitada. La confianza depositada en estos ciudadanos 
no es marginal.

Las funciones asignadas son extraordinariamente delicadas e incluyen:

Instalación de casillas: La materialización misma del espacio de votación.

Recepción y resguardo del sufragio: La custodia inmediata del acto soberano.

Escru�nio y cómputo: La validación inicial de la voluntad popular.

Llenado de actas oficiales: La producción documental con efectos jurídicos.

Transmisión de resultados: La primera formalización ins�tucional del resultado electoral.

Estas tareas requieren:
 
Ÿ  responsabilidad; 
Ÿ  imparcialidad; 
Ÿ  precisión técnica; 
Ÿ  aprendizaje acelerado; y 
Ÿ  disciplina procedimental. 

La experiencia acumulada demuestra que la ciudadanía mexicana puede ejercerlas eficazmente. Los niveles de 
funcionalidad opera�va alcanzados por el sistema así lo acreditan. Este hecho �ene implicaciones teóricas 
profundas, demuestra empíricamente que la ciudadanía no carece de capacidad ins�tucional. Cuando existen 
pedagogía pública, diseño organizacional adecuado y acompañamiento técnico, el ciudadano común puede 
desempeñar funciones altamente complejas. Esta constatación desarma uno de los supuestos centrales de la 
racionalidad tecnocrá�ca: la idea de que ciertas funciones públicas deben quedar necesariamente reservadas 
a especialistas permanentes.
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Actividades
de Difusión,
Capacitación
y Fortalecimiento
Institucional
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Ac�vidades
de Difusión,

Capacitación
y Fortalecimiento

Ins�tucional

La magistrada en funciones, Claudia Lize�e González González par�cipó como ponente en el foro “Reflexiones sobre
la Reforma Electoral” organizado por la Barra Mexicana Colegio de Abogados, A.C. y la Universidad Ibero, Tijuana.

3 de febrero de 2026, Tijuana, B.C.

El Pleno de este Tribunal Electoral integrado por su presidenta en funciones, magistrada, Carola Andrade Ramos,
magistrada, Graciela Amezola Canseco y magistrada en funciones, Claudia Lize�e González González, asis�eron a
la instalación de la Mesa Naranja en Playas de Rosarito, B.C., una inicia�va encabezada por la Sala Regional Guadalajara
del TEPJF. 4 de febrero de 2026, Playas de Rosarito, B.C.  
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Ac�vidades
de Difusión,

Capacitación
y Fortalecimiento

Ins�tucional
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El Pleno de este Tribunal Electoral, estuvo presente en la Toma de Protesta del Mtro. Pablo Sergio Aispuro Cárdenas
como nuevo Vocal Ejecu�vo de la Junta Local Ejecu�va del INE BC. 2 de marzo de 2026, Mexicali, B.C. 

En el marco del Día Internacional de la Mujer, el Tribunal a través de la Unidad de Derechos Humanos y Género, 
llevó a cabo la conferencia “Violencia Digital: El Nuevo Desa�o de la Jus�cia Electoral”, impar�da por la ac�vista social
Karla González, fundadora de Karla's sembradoras de amor. 6 de marzo de 2026, Mexicali, B.C.



Ac�vidades
de Difusión,

Capacitación
y Fortalecimiento

Ins�tucional

En el marco del Día Internacional de la Mujer, el Pleno del Tribunal, asis�ó a la Jornada para la Prevención y
Atención de la Violencia Digital y la implementación de la Ley Olimpia, ac�vidad organizada por el Congreso
del Estado de Baja California. 17 de marzo de 2026, Mexicali, B.C.
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La magistrada, Graciela Amezola Canseco par�cipó en par�cipó en el conversatorio “Mujeres al Frente: Dialogando
sobre representación, Derechos y Futuro”, organizado por el Frente Polí�co de Mujeres de Baja California (FPMBC).
31 de marzo de 2026, Mexicali, B.C.
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de Difusión,

Capacitación
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Ins�tucional
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La magistrada, Graciela Amezola Canseco par�cipó en el “Foro Naranja”  de la AMMEL, en su intervención, abordó
la violencia polí�ca contra las mujeres en razón de género (VPMRG), a par�r del caso relevante PS-08/2024.
24 de abril de 2026, Mexicali, B.C.

La magistrada en funciones, Claudia Lize�e González González impar�ó una conferencia sobre la “Estructura y
Funcionamiento del TJEBC” y, en ac�vidad posterior, se llevó a cabo una dinámica de sesión pública de resolución
con estudiantes de la licenciatura en Derecho de la Universidad CETYS, campus Mexicali. 15 de abril de 2026,
Mexicali, B.C.



Ac�vidades
de Difusión,

Capacitación
y Fortalecimiento

Ins�tucional
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El Pleno del Tribunal, así como personal jurisdiccional, asis�eron a la conferencia “Paridad de género y perspec�va 
de igualdad: Estándares internacionales y acción pública”, impar�da por la Dra. Le�cia Bonifaz Alfonzo, ex integrante
del Comité CEDAW de la ONU y experta en derechos humanos. 27 de abril de 2026, Mexicali, B.C.

La magistrada presidenta en funciones, Carola Andrade Ramos asis�ó a la presentación del Sistema de Consulta
de la Estadís�ca de las Elecciones (SICEE), organizada por el Ins�tuto Nacional Electoral Baja California.
29 de abril de 2026, Mexicali, B.C.



Ac�vidades
de Difusión,

Capacitación
y Fortalecimiento

Ins�tucional
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El Pleno del Tribunal, estuvo presente en la ceremonia de inauguración de la Serie de Seminarios “Jus�cia electoral cercana:
Diálogos sobre nuestra democracia” organizado por el TEPJF en colaboración con la ANUIES. 30 de abril de 2026, Tijuana, B.C.

La magistrada presidenta en funciones, Carola Andrade
Ramos asis�ó a la asis�ó a la firma del convenio
“Red por la Gobernanza Electoral” suscrito entre
Autoridades electorales jurisdiccionales y administra�vas.
8 de mayo de 2026, Ciudad de México.



Ac�vidades
de Difusión,

Capacitación
y Fortalecimiento

Ins�tucional
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La magistrada en funciones, Claudia Lize�e González González fue invitada por la Presidenta del Consejo Nacional de
Derechos Humanos del Reino de Marruecos (CNDH Maroc) y el Presidente de la Academia Líder de Formación Avanzada,
al Congreso Internacional “Elecciones y Derechos Humanos en la era de la Digitalización y la Inteligencia Ar�ficial” celebrado
por primera vez en África. 22 y 23 de mayo de 2026, Marrakech, Marruecos. 

La magistrada, Graciela Amezola Canseco par�cipó en la mesa “Respeto de los Derechos Humanos de las mujeres en el ámbito
polí�co-electoral” dentro del Conversatorio “Liderazgo polí�co y prevención de la Violencia Polí�ca contra las Mujeres en 
Razón de Género” organizado por el Ins�tuto Nacional Electoral, Baja California. 18 de junio de 2026, Tijuana, B.C. 



diseño
Unidad de Comunicación Social
TJEBC



Léenos también en línea
ingresa a:

Selecciona:

Escríbenos a:

mediostje@gmail.com

www.tje-bc.gob.mx

Revista “Voces Electorales”
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